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INTRODUCCION

El estudio de los bienes que son puestos a disposici6n de autoridades
judiciales es, sin lugar a dudas, un tema interesante y que requiere

de estudio profundo. 

Los numerales en que se rige la situaci6n jurídica de los bienes en - 
nuestra legislaci6n eran, hasta hace poco, considerados de ' poca tras- 

cedencia jurídica toda vez que no existTa normatividad en cuanto al - 

procedimiento para delimitar el destino de los mismos, luego entonces, 

se estaba ante la imposibilidad de ejecutar un remate o devoluci6n -- 
del bien, toda vez que la reglamentaci6n de estos actos no era la ade

cuada. 

Un interés personal para la elaboración de este tema, nace a través - 

del planteamiento en el sentido de cual es el destino de los bienes - 
que se ubican en la hip6tesis formulada en el párrafo inicial, es de- 

cir, que llegan al poder de una autoridad judicial. 

Tendríamos, para responder la anterior pregunta, ver cual es la causa

por la que dicho bien llega a poder de la autoridad. 

Un bien puede llegar en calidad de mostrenco, es decir , un particular

se encuentra un bien mueble abandonado o perdido, manifiesta o da avi

so de este hecho a la autoridad y de esta manera, según nuestra legis

laci6n, adquiere una cuarta parte de] valor de dicho. bien. 

En el C6digo Civil para el Distrito Federal se nos señala un procedi- 

miento en el. cual el descubridor de los mismos tiene la obligaci6n de
hacérselo saber a la autoridad competente; de esta manera adquiere su

Parte proporcional, el resto es destinado para la administraci6n de - 

justicia. 
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Existe un nrocedimiento a través del cual se llega a la venta de los - 

bienes y claramente se establece que esta venta deberá realizarse --- 
siempre en subasta pública. 

Los bienes inmuebles, de.nominados vacantes, entendi.endo por los mis— 

mos al inmueble que no tiene dueño ci-erto y conocido, para el descu— 

bridor de un bien vacante el Código Civil le impone obligaciones: La

primera de ellas es dar parte a la autoridad sobre el descub.rimiento- 

y, a través de un procedimiento, el particular se hace acreedor a una

cuarta parte de] valor catastral del bien que denuncia, y el bien en

sí pasa a ser propiedad de] Fisco Federal. 

Una segunda forma por la que el bien llega a estar a disposición de - 

una autoridad judicial, es cuando como consecuencia de un juicio eje- 

cutivo se determina que un sujeto de derecho tiene que cumplir con -- 

una obligación adquirida. Para ello, es necesario que exista un jui— 

cio previo y como resultado de] mismo el juez determine el embargo de

los bienes propiedad de] deudor, es en este momento cuando el bien -- 

queda virtualmente a disposici6n de la autoridad; a partir del embar- 

go el órgano jurisdiccional tiene que resolver la si,tuaci6n jurídica - 

de los bienes. Para el juez en realidad no existe mayor problema en— 

razón de que el Código Civil para el Distrito Federal ordena para es- 

tos casos, previos requisitos de] procedimiento, se concluya con el - 

remate de los bienes destinándose el producto al cumpli,Mi,ento de la - 

obligación, deduciéndose previamente los gastos de ejecuci6n. 

En esta segunda hip5tesis el procedimiento varía según la clase de -- 

los bienes: Tratándose de bienes inmuebles se conclúye con el remate

con todos los requisitos legales para que el mismo se efectúe. Tratán

dose de muebles no se concluye con un remate, sino que el procedimien

to se simpli fica y termina con la entrega del bien a una casa de co— 

mercio o corredor para su venta. 
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La motivación en el área pena], se presentó a través de la observación

sobre el destino que se le da a varios objetos que se encuentran a dis
posición de las agencias investigadoras. Existen un s¡ Innúmero de obje- 

tos a disposición de] Ministerio Público que en su gran mayoría no son

recogidos por quien tiene derecho a ellos, El Ministerio Públilco ac--- 

tuando conforme a los líneamientos existentes para tales casos, remite

los objetos a un depósito que para tal efecto existe en la Procuradu— 

ría General de Justicia de] Distrito Federal. 

Esta situación también se presenta ante otras autoridades, en un momen

to dado se está ante un vacío en la ejecución de la ley, si se habla - 

de un vacío es por dos situaciones: La primera de ellas es el descono- 

cimiento que el parti.cular tiene en relación al derecho que le asiste - 

para poder reclamar lo que es suyo, y también la imposibilidad de acre
ditar debidamente la propiedad de los bienes.. 

La segunda es que, hasta hace relativamente muy poco, no existi : a un -- 

procedimiento en si para el cumplimiento de lo dispuesto en el articu- 

lo 41 del Código Penal para el Distrito y Territorios Federales. 



CAPITULO PRIMERO

LOS BIENES" 

1.- CONCEPTO JURIDICO. 

4. 

Sobre los bienes pueden hacerse diversos estudios, toda vez que cons- 

tituyen una parte esencial del individuo; es por eso que, sobre los - 

mismos, ha existido siempre la necesidad de formular un orden jurídi- 

co y otro económico para que sean observados desde ambos puntos de -- 
vista. 

La Ley nos señala el concepto jurídico y ésta enti , ende por bien: " To- 

do aquello que puede ser objeto de apropiación". ( 1) 

Luego entonces, según el concepto jurídico aquello que no puede ser - 

objeto de apropiación no es considerado como un bien jurídico. Lo an- 

terior es entendible si consideramos que al legista le interesa legis

lar todo aquello en que el hombre tiene participación activa y es pre

cisamente el hombre quien conoce y maneja el concepto de apropiación. 

Dicho concepto no toma en cuenta la utilidad que los bienes tienen pa

ra el hombre, por ejemplo: bienes como el aire y el mar; no obstante - 

serles útiles al hombre, éste no puede apropiárselos, luego en tonces, 

no serán bienes jurídicos. 

Para el Derecho son objeto de apropiací6nitQdos aquellos que están -- 

dentro del comercio, es decir, que pueden ser debidamente cuantifica- 

bles y además por ellos puede pagarse un precio determinado. 

El concepto jurídico en el Distrito Federal, es señalado por los Arti

culos 747, 748 y 749 de] Código Civil, para el Distrito Federal. 

1) Rojina Villegas Rafael, " Compendio de Derecho Civil" 
Editorial Porrúa. 7a. Edición. México 1975. 

Páaina 67. 
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ARTICULO 747.- " Pueden ser objeto de apropiación todas las cosas que

no estén excluidas del comercio", 

El requisito indispensable: estar dentro del comercio. 

ARTICULO 748.- " Las cosas pueden estar fuera del comercio por su natu

raleza o por disposición de la ley". 

Nuestra legislación, no deja nada a la interpretación sobre cuales

son los bienes que en un momento determinado son o no, susceptibles

de apropiación; sino que expresamente los determina, tomando en cuen- 

ta su naturaleza que es, fundamental para tal designación. 

Siguiendo el criterio jurídico es preocupación del legi,slador determi
nar los objetos que están fuera del comercio; por su naturaleza exis- 

ten cosas que no pueden ser poseídas por un solo individuo exclusiva- 

mente. El primer párrafo del Articulo 749 del Código Civil para el

Distrito Federal, es claro al señalarnos que no pueden ser poseídos

por una sola persona los bienes que representan una necesidad y bie— 

nestar para un grupo social. Y por disposición de la ley, los que --- 

ella declare irreductib
1

1 , es a propiedad particular. En este segundo pa

rrafo el legislador deja un espacio a la necesidad que la ley tiene - 

de que no debe ser susceptible de apropiación particular, toda vez de

esta manera abre un margen al Estado para poder adquirir bienes nece- 

sarios oara su funcionamiento, es decir, da opción a la existencia de

la prop ¡edad pública de bienes que e$ tán fuera del comercio. 

La forma en que se estipula en nuestro Código Civil para el Distrito - 

Federal lo relativo a este tema, nos deja una visión clara de lo que - 

son los mismos desde un punto de vista jurídico que, fundamentalmente, 

es el concepto que para nuestro estudio interesa; más adelante, en el

presente trabajo, se hará alusión a bienes que en un momento determi- 

nado y como consecuencia de un procedimiento jurídico son adjudicados
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en su propiedad a particulares. 

La intención de la anterior referencia, tiene como finalidad precisa- 

mente determinar cuáles son los bienes sobre los que un particular

puede tener la posibilidad de enajenairlos o h,acer de ellos lo que a

su interés convenga. 

Como consecuencia, para que un objeto sea suscepti.ble de una enajena- 

ci6n y de un remate, primeramente debe considerársele como un bien ju

ridico, porque no es posible por ejemplo embargar o rematar el aire

que pertenece a un individuo; de ahí la importancia que tiene para

nuestro trabajo hacer referenci.a clara de los bienes.. 

Veremos que es igualmente importante si consíderamos que estamos ha— 

blando de algo inherente al individuo y es preocupación de todo orde- 

namiento jurídico legislar sobre la situación jurídica del patrimonio

de todo sujeto de derecho; tratándose de un trabajo de esta naturale- 

za, es aún más la necesidad de hacer mención de estos bienes, 

El reconocimiento legal de derechos subjetivos tiene, como efecto dis- 

tribuir las cosas utilizables. Pero no todas las cosas pueden ser ob- 

jeto de una propiedad individual; existe un interés social en que su - 

uso sea común para todos, o sea confiado en interés de todos. En prin

cipio, podemos decir que las cosas que pueden ser apropiadas son fá- 

cil de determinar, solamente queda señalar aquellas que no pueden ser

lo. 

Debe observarse que el Estado y las personas morales públicas, pueden

poseer bienes de uso común sobre los cuales ejercen derechos reales a

título de privativos; se dice que esos bienes forman parte del domi— 

nio privado. Por lo tanto, no es la personalidad del titular la que

sirve para precisar el carácter de] derecho, sino más bien la cosa

que constiuye el objeto, o la utilidad de] mismo. 
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en su propiedad a particulares. 

La intención de la anterior referencia, tiene como finalidad precisa- 

mente determinar cuáles son los bienes sobre los que un particular

puede tener la posibilidad de enajenarlos o hacer de ellos lo que a

su interés convenga. 

Como consecuencia, para que un objeto sea susceptible de una enajena- 

ción y de un remate, primeramente debe considerársele como un bien ju

ridico, porque no es posible por ejemplo embargar o rematar el aire

que pertenece a un individuo; de ahí la importancia que tiene para
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namiento jurídico legislar sobre la situación jurídica de] patrimonio

de todo sujeto de derecho; tratándose de un trabajo de esta naturale- 

za, es aún más la necesidad de hacer mención de estos bienes. 

El reconocimiento legal de derechos subjetivos tiene como efecto dis- 

tribuir las cosas utilizables. Pero no todas las cosas pueden ser ob- 

jeto de una propiedad individual; existe un interés social en que su

uso sea común para todos, o sea confiado en interé& de todos. En prin

cipio podemos decir que las cosas que pueden ser apropiadas son fácil

de determinar, solamente queda señalar aquellas que no pueden serlo. 

Debe observarse que el Estado y las personas morales públicas, pueden

poseer bienes de uso común sobre los cuales ejercen' derechos reales a

titulo de privativos; se dice que esos bienes forman parte de] domi— 

nio privado. Por lo tanto, no es la personalidad de] titular la que - 

sirve para precisar el carácter de] derecho, sino más bien la cosa -- 

que constituye el objeto, o la utilidad de] mismo. 

El Código Civil para el Distrito Federal contiene un titulo consagra- 
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do a la distinción de los bienes; libro II tItulo I, y en este titulo

el capiTtulo III, trata de los. bienes considerados según las personas - 

a quienes pertenecen. Al analízar los artTculos correspondíentes pode

mos observar lo siguiente: 

ARTICULO 764.- " Los bienes son de dominio del poder púb.lico o de pro- 

piedad de los particulares". 

ARTICULO 765.- " Son bienes de dominio del poder púLlico los que perte

necen a la Federación, a los Estados o a los Municipios". 

ARTICULO 767.- " Los bienes de dominio del poder público se dividen en

bienes de uso común, bienes destinados a un servicio público y bienes

propios". 

ARTICULO 768.- " Los bienes de uso común son inalienables e i,Mprescri'.2

tibles. Pueden aprovecharse de ellos todos los ftabitante$, con las -- 

restricciones establecidas por la ley, pero para aprovechamientos es- 

peciales se necesita concesión otorgada con los requisitos que preven

gan las leyes respectivas". 

ARTICULO 772.- " Son bienes de propiedad de los particulares todas las

cosas cuyo dominio les pertenece legalmente, y de las que no puede

aprovecharse ninguno sin consentimiento del dueño o autorización de

la ley". 

De todo lo anterior podemos concluir que las cosas que no son objeto - 

de propiedad privada pueden ser clasificadas de la siguiente manera: 

a) Las cosas comunes que existen en cantidad ¡ limitada. 

b) Los bienes de dominio público de] Estado y de las personas morales

que estén afectados al uso público. 

c) Las riquezas públicas que son explotadas en beneficio de la colec- 

tividad. 
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2.- CONCEPTO ECONOMICO. 

Dpsde el punto de vista económico: " Bien es todo aquello que' puede -- 

serle útil al hombre". ( 2) 

Aqui podemos ver claramente que el concepto económico es más amplio - 

que el juridico; no se restringe a lo que en la ley se señale, sino - 

es más amplio, toda vez que atiende a lo que en un momento determina~ 

do es útil al hombre. 

Este concepto económico absorbe al concepto juridico, es decir, todos

los bienes juridicos son bienes económicos, pero no todos los econ6mi

cos son juridicos. Por su carácter, el concepto juridico es más espe- 

cifico porque no se pueden permitir reductos que posteriormente provo

quen confusión. Asimismo, es importante conocer el concepto economico

porque nos da un margen de comparacion necesario para entender debida

mente la diferencia que existe entre ambos. 

3— CLASIFICACION. 

Consideramos que cuando se habló de los bienes desde el punto de vista

juridico y económico, se hizo una primera clasificación, pero esto - 

en un sentido amplio que abarcaba todo lo que puede ser el patrimonio

de] hombre. 

La primera clasificación existente sobre los bienes en un sentido lato, 

es la que los divide en dos grandes grupos; Los bienes muebles y los - 

bienes inmuebles. 

Esta clasificación puede ser la más idónea en cuanto que nos permite - 

hacer una primera diferenciación de los mismos. Teóricamente, para te

ner una diferenciación entre unos y otros deberTa atenderse primera— 

mente a la naturaleza de las cosas, de tal suerte que seria la fijeza

2) Rojina Villegas Rafael. " Compendio de Derecho Civil". 
Editorial Porrúa. 7a. Edición. México 1975. 

Página 67. 
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de los mismos la que les daría ese carácter, y según ese criterio se - 

definen como: Bienes muebles aquellos que puedan trasladarse de un ] u

gar a otro ya sea por sT mismos o por una fuerza exterior. Bíenes in- 

muebles son aquellos que, al contrario, no pueden moverse de un lugar

a otro. 

Los elementos básicos para poder saber cuando se está frente a un --- 

bien mueble y cuando frente a un bien inmueble, se derivan de su cons

tituci6n fisica o corporal. Actualmente no es una base exclusiva para

que nuestra legislación los clasifique, como tampoco lo fue en la le- 

gislación de nuestro antiguo derecho. 

En nuestro derecho contemporáneo, se puede claramente ver que, además

de la distinción que se deriva de la naturaleza inherente a los bie— 

nes, se admiten categorías de cosas inmuebles por consideraciones aje

nas y aún contrarias a ellas, ya sea por disposición de la ley o to— 
mando en cuenta el destino de afectación de las cosas. 

Este cambio de criterio es entendible, si consideramos que no es pos¡ 

ble seguir conservando antiguos criterios de dereclio, dado los cons— 

tantes movimientos que existen entre los bienes; la gran industria y

el manejo de grandes capitales han provocado que la riqueza mueble ad

quiera gran importancia y esto ha obligado a modificar constantemente

nuestra legislación. 

Observamos que en los conceptos, el legislador deja una amplia cober- 

tura para poder, según las necesidades, considerar si. un bien es mue- 

ble o inmueble. 

El régimen de los inmuebles es un régimen jurídico especial, que toma

en cuenta las ventajas de la inmovilización o fijeza para crear un - 

registro, un sistema de publicidad, de requisitos y garantias; lo que

no es factible tratándose de muebles, es necesario considerar a los - 
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inmuebles bajo un régimen juridico especial. La fijeza como especial - 

cualidad, permite hacer un registro de ellos, tenerlos plenamente --- 

identificados as! como contar con un sistema de publicidad; para esto

se establece el Registro Público de la Propiedad, que actualmente se - 

usa incluso para ciertos muebles que pueden identificarse en forma in

dubitable por marca y numero como lo es el Registro Federal de Autom6
viles. 

Otra ventaja que ofrece el régimen juridico de los inmuebles, es aque

la que permite establecer la competencia de un juez, de acuerdo al - 

fuero de ubicación de las cosas; permite considerar a un juez compe— 

tente para ejercitar acciones reales al del lugar donde el inmueble - 

se encuentra. 

Como consecuencia lógica, este régimen tambien facilita la aplicación

de la ley, permite hacer más accesible la resolución de un conflicto - 

internacional o de una confederación de Estados. 

En lo referente a la capacidad, el legislador ha establecido una espe

cial para la enajenación de los inmuebles, distinta a la que rige a - 

los muebles. La enajenación de un inmueble requiere mayores formalida

des. 

Una vez estudiada la importancia derivada de la anterior clasifica--- 

ci6n, podemos pasar al estudio de las clases existentes de las mismas

encontrándonos las siguientes: 

Inmuebles por Naturaleza.- Son aquellos que por su fijeza imposibili- 

tan su traslación de un lugar a otro. 

Inmuebles por Destino.- Aquellos muebles que oor su naturaleza perte- 

neciente a un dueño de un inmueble, por ser accesorio de] mismo y ne- 
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cesario para la explotación y uso, la ley los ha reputado inmuebles.- 

AquT la ley toma en cuenta el carácter accesorio y necesario para la

explotación. 

Estos inmuebles por destino, se trata de una mera ficción, que por -- 

disposición de la ley les da fijeza a cierta clase de muebles que --- 

real y positivamente no la tienen; ejemplo de estos son los señalados

de la fracción V a la XII del articulo 750 del Código Civil para el - 

Distrito Federal. Los requisitos para que estos existan, son primera- 

mente que pertenezcan a un mismo dueño y segundo, que sean necesarios

para la explotación. 

Los inmuebles por destino se dividen en cuatro grupos, tomando en --- 

cuenta la naturaleza de su explotación y la sujeción material de mue- 
ble. Existen cuatro formas de explotaci'6n: Agricola, industrial, co— 

mercial y civil, de aqui que existan cuatro clases de inmuebles por - 

destino según sean accesorios para la explotación agricola, industrial, 

comercial o civil. 

El tercer y último grupo, es el que los distingue según el objeto pa- 

ra el que se aplican, refiriéndose en caso concreto a los derechos -- 

reales constituidos sobre inmueble&, que pueden ser igualmente consti

tuidos sobre muebles. 

El aspecto histórico de la clasificaci,ón de los bienes, nos Kace ver - 

que en el antiguo derecho, destaca la clasificación únicamente para - 

fijar ciertas reglas, cuando se toma en consideración -la naturaleza - 

de las mismas se organiza a estos con modalidades juridicas distintas. 

Tanto doctrinálmente como legislativamente se han hecho de los bienes

fundamentalmente dos tipos de clasificaciones: 
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a) Las relativas a las cosas o bienes corporales y, 

b) Las relativas a los bienes en general abarcando tanto las cosas cor

porales como a los derechos. 

Los bienes corporales se clasifican desde tres puntos de vista: 

1.- Fungibles y no fungibles. 

2.- Consumibles por el primer uso y no consumibles. 

3.- Bienes con dueño cierto y conocido y bienes sin dueño o dueño igno

rado. 

La clasificación relativa a los bienes corporales se puede subdividir, 

y as! tenemos que existen en este primer grupo los siguientes subgru- 

pos : 

a) Bienes inmuebles y muebles. 

b) Bienes corpóreos o incorpOreos. 

c) Bienes de dominio públicoy de propiedad particular. 

De] primer subgrupo relativo a los inmuebles y muebles, ya se habló am

pliamente. 

Sobre el segundo subgrupo, tambien es sencillo determinarlo, primera- 

mente con los bienes corpóreos que, como su nombre lo indica, son

aquellos que ocupan un lugar en el espacio, tangibles, materiales, 

etc. Los segundos, al contrario, incorp6reos, sin cuerpo y no tangi— 

bles. Los primeros son fáciles de identificar. Los segundos, hay que - 

verlos un poco subjetivamente, es decir, es necesario el análisis pa- 

ra identificarlos, y un bien incorpóreo podr a ser el derecho intelec

tual que un autor posee sobre su obra. 

El último subgrupo, para poder precisarlo, es necesario únicamente re

cordar el estudio relativo a la división que existe sobre el derecho- 
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público y el privado, siendo los primeros aquellos en los que única— 

mente el Estado puede tener el dominio de los mismos y que' están des

tinados o afectados al uso públi,co., El Estado tiene el domi,nio en ra- 

zón de que es el encargado de su uso, estos consecuentemente están - 

fuera del alcance de los particulares. Podemos¡ decir que un bien pú— 

blico no puede ser propiedad de los particulares, pero un bien parti- 

cular si puede pasar a ser propiedad de] Estado y convertirse en bien

público. 

Como segunda parte de los criterios fundamentales, tenemos a los bíe- 

nes fungibles y no fungibles: 

Bienes fungibles son aquellos que ti,enen un mismo poder liberatorio. - 

Sirven como instrumento de pago con un mismo valor y que, por lo tan- 

to, pueden ser reemplazados en el cumplimiento de las obligaciones, - 

La explicación que da el maestro Rojina Villegas es clara y nos permi

te ubicar a los bienes fungibles como aquellos que, en un momento de- 

terminado, pueden sustituir a cualquier otro que no puede ser entreg! 

do al momento que se debe cumplir con alguna obligación. 

Doctrinalmente se habla de que los bienes fungibles son muebles, pero

tambien se puede dar el caso de fungibles inmuebles. Los no fungibles

interpretados en contrario sensu, son aquellos que no tienen el poder

liberatorios y no pueden sustituir a otro bien. 

Consumibles por el primer uso y no consumibles; 

Esta división por si sola es explicable, dado que nos habla de los - 

bienes que se agotan o se terminan desde la primera ocasión que son - 

usados. No permiten un uso reiterado o constante. Dada su naturaleza

3) Rojina Villegas Rafael. ' Tompendio de Derecho Civil". 

Editorial Porrúa. 7a. Edición. México 1975. 

Página 68. 
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están destinados a servir por una sola ocasión. Un ejemplo claro lo - 

constituyen los comestibles. 

Por deducción lógica, los no consumibles son los que si permiten un - 

uso reiterado y constante. 

Es importante en esta parte no confundir, ni legislativa ni doctrina] 

mente, el concepto de consumibilidad con el de fungibilidad: La consu

mibílidad, se establece como cualidad inherente a la cosa misma ; y - 

la fungibilidad con la relación de comparacion, cuando estamos frente

a una cosa que sólo es consumible sin que h.aya otra respecto a la -- 

cual se pueda comparar, se dirá que no es fungible. 

Bienes con dueño cierto y conocido y bienes abandonados cuyo dueño se
ignora o sin dueño. 

En esta última clasificación observamos que fue contemplada por nues- 

tra legislación una subdivisión, según se trate de un bien mueble o - 

inmueble. 

Los bienes muebles abandonados o perdidos se llaman mostrencos. 

Los bienes inmuebles que no tienen dueño cierto y conocido se denomi- 

nan vacantes. 

Cuando se trata de inmuebles que no tengan dueño cierto y conocido, 

como no es posible la apropiación o la ocupación de los mismos, se

procede de la siguiente manera - esto queda establecido en los articu 

los 785 y 789 de] Código Civil para el Distrito Federal, capitulo Y

de los bienés vacantes- : 

ARTICULO 785.- " Son bienes vacantes los inmuebles que no tienen dueño

cierto y conocido". 
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ARTICULO 786.- " El que tuviere noticia de la existencia de un bien va

cante en el Distrito Federal y quisiera adquirir la parte que la ley - 
da al descubridor, hará la denuncia de ellos ante el Ministerio Públi

co de] lugar de la ubicaci6n de los bienes". 

ARTICULO 787.- " El Ministerio Público si estima procedente, deducirá - 

ante el juez competente, según el valor de los bienes, la acci6n que

corresponda, a fin de que declarados vacantes los bienes, se adjudi— 

quen al fisco federal. Se tendrá al que hizo la denunci,a como tercer - 

c o a dy u van te". 

ARTICULO 788.- " E] denunciante recibirá la cuarta parte de] valor ca- 

tastral de los bienes que denuncie, observándose lo dispuesto en la - 

parte final del articulo 78V'. 

ARTICULO 789.- " E] que se apodere de un bien vacante sin cumplir lo - 

prevenido en este capitulo, pagará una multa de cinco a cincuenta pe- 

sos, sin perjuicio de las penas que señale el respectivo C6digo", 

De los anteriores articulos podemos concluir que los pasos a seguír son, 

En primer término, el descubridor denuncia ante el Ministerio Público

la existencia de un bien que puede considerarse como vacante. 

En segundo lugar, el Ministerio Público dará parte al juez correspon- 

diente para que éste declare si el bien es vacante y sea adjudicado - 

al fisco federal cuando se encuentre dentro de] Distrito Federal y Te

rritorios Federales. 

La persona que hace la denuncia por este hecho, tiene derecho a una - 

cuarta parte del valor catastral del inmueble. 

La ocupaci6n de un bien inmueble vacante, se Pncuentra sancionada en- 
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el Código Civil para el Distrito Federal cuando no se hace la denuncia

ante el Ministerio Público. 

Los bienes vacantes atribuidos al domi-nio público son, en efecto, sus

ceptibles de apropiación y entonces formarán parte de] dominio priva- 

do. Son cosas cuya naturaleza las destina a ser objeto de la propiedad

privada - en donde reside su diferencia con las cosas comunes- pero -- 

que nunca han sido objeto de una relación jurídica porque nadie pensó

jamás en apropiárselas, o que han dejado de ser objeto porque aquél - 

que tenía el derecho de propiedad lo ha perdido. Por ser posible que

alguien pueda reclamarlo, se dice que el bien es vacante. 

Unicamente se reconoce como atribución de los inmuebles sin dueño al - 

Estado, particularmente los terrenos desocupados. Sería lógico decir

que el propietario de un inmueble puede, abandonando su derecho, de— 

jarlo vacante; pero vemos que este abandono de la propiedad inmobilia

ria no es posible más que en ciertos casos previstos por la ley. 

La propiedad de los bienes muebles, por el contrario, pueden ser aban

donados. El que arroja voluntariamente una cosa para desembarazarse - 

de ella, pierde su derecho de propiedad. 

Cuando el arrojo no es voluntario, el derecho se pierde; igualmente - 

si el propietario no puede hallar la cosa perdida, ya sea por ignorar

el lugar donde se encuentra o por no poder identificarla. La cosa

constituye entonces un derecho. Para que no se pierda sin beneficio

de nadie, la ley ha acordado un derecho a aquél que descubre el resto

y lo pone a resguardo; el derecho de] descubridor varla según se tra- 

te de restos marítimos, terrestres o fluviales. 

Sucesión de Vacantes.- Cuando al fallecer una persona no existen pa— 

rientes en grado sucesible, la sucesión es adquirida por el Estado. - 
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Este derecho se otorga en virtud de que lo asimila la regla según la - 
cual los bienes vacantes y sin dueño pertenecen al domi,nio público, - 
se sabe que se trata del dominio privado, La regla se apli,ca tgualmen

te cuando todos los herederos renuncian a la sucesi6n o no se sabe si
existen parientes en grado sucesible. Se dice que la sucesi6n está va

cante. 

El Estado recoge el patrimonio del difuntQ y no cada bien a ti*tulo de
separado. Está por lo tanto obligado a soportar el pasivo sucesorio - 

hasta el monto del activo. 



CAPITULO SEGUNDO

ORIGEN DEL REMATE" 

1.- NATURALEZA JURIDICA. 

19. 

Para poder determinar el origen de] remate, su naturaleza, es necesa- 

rio hacer una revisi6n de lo que el mismo ha sido a través de diversas

legislaciones. 

Se tiene que atender al procedimiento de apremio en la legislaci6n es

pañola y es en esta vía, en virtud de ser la que se aplica para ] le-- 

var a efecto la sentencia de] remate, hasta hacer pagar al corredor - 

la deuda principal y costas. Por estas circunstancias, el remate es - 

considerado como la segunda parte de] juicio ejecutivo; no es , pecu— 

liar de] mismo, sino que tambien ha de emplearse en todos los casos - 

en que haya necesidad de acudir a medios coercitivos para hacer efec- 

tiva una cantidad líquida, respecto de la cual no cabe ya discusi6n. 

La sentencia del remate, se encuentra fijada en normas procesales que

varían según la naturaleza de los bienes embargables; en algunos ca— 

sos se paga de inmediato al acreedor; en otros, se hace la venta por - 

conducto del corredor y, finalmente, por pública licitaci6n previo -- 

avalúo respectivo. 

En nuestra legislaci6n se deja al criterio de] ejecutante, escoger en

tre la vía de apremio y el juicio ejecutivo, para la- ejecuci,6n de las

sentencias; se considera a esta dualidad como una supervivencia hist6

rica, pues en España antes de la ley de 1855, para la ejecuci6n de la

sentencia rebaída en un juicio ordinario, se seguían los trámites del

juicio ejecutivo. 
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La citada ley modific6 tal estado de cosas y adscribi6 el juicio eje- 
cutivo exclusivamente al servici,o de los tItulos contractuales; mien- 

tras que para la ejecucAn de la sentencia cre6 una via de apremio. 

Para poder explicar con un aspecto más práctico la naturaleza juridi- 

ca del remate, serTa conventente en primer térTnino, ver que la final¡ 

dad de la venta forzada es la transformaci6n de un bien en dinero; -- 

vista de esta manera nos damos cuenta que no extste diferencia econ6- 

mica entre una venta forzada y una voluntaria, y decimos lo anterior - 

toda vez que la finalidad de ambas es transformar un bien en dinero; 

existe diferenci.a desde el punto de vista jur dil'co, pues la venta for

zada no es el resultado del encuentro de dos voluntades contratantes, 

sino una voluntad negoci,al entre el comprador y un acto de coaccion.- 

Es por lo anterior, que se ha dudado que estos dos elementos heteroqé

neos puedan combinarse de modo que pueda surgir de ellos un contrato. 

Al respecto, existen corrientes como la contractualista, que parte -- 

de] supuesto de que a la identi,dad de la funci6n econ6mica debe corres

ponder la identidad de la estructura juHdica entre las dos ventas. 

La segunda corriente, la publicista, parte de la imposibilidad de fun, 

dir en un contrato los elementos mencionados; ni'ega toda importancia - 

a la voluntad de] vendedor y hace depender la estructura jurldica de - 

la venta únicamente por la di,sposilci6n coactiva. Esta teoria niega

que la venta en remate se realice en virtud de un contrato, afirma

que dicha venta emana del poder que tiene el 6rgano jurisdiccional de

disponer del bien, sin que para ello se necesite la voluntad de] deu- 

dor. 

Dentro de esta teoria existe la difícultad de explicar c6mo es posible

que la voluntad de] adquirente se combine con la del Estado. Se ha di

cho que el remate realiza el encuentro de la voluntad de] 6rqano esta
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tal y la del adquirente; por lo cual se trata de un contrato de dere- 

cho público. 

La teoría contractualista, ante la dificultad de la posición del deu- 

dor, propietario de] bien, cuya voluntad es indispensable para que

pueda existir un contrato de venta, da la solución diciendo que el

deudor es representado en la venta forzada. Se trata de un contrato, - 

que el lugar del vendedor lo toma el 6rgano jurisdiccional, quien tie

ne por ley el poder de manifestar la voluntad con efecto decisivo en - 
interés de] vendedor; aplicándose de esta forma la teoría según la

cual puede ejercitarse un derecho por voluntad de alguien que no es

ti tul ar. 

Carnelutti objeta esta teoría señalando que " no se puede representar- 

a una persona en contra de la cual se actúa". ( 4) 

Pugliati nos dice que Ia venta no se realiza en vista de una represen

tación del deudor, sino en virtud de que el Estado expropia al deudor

su poder de disposicíón y, en virtud de] mismo, una vez dotado de es- 

te poder, el Estado celebra un contrato normal de venta con el tercer

adquirente». ( 5) 

La teoría ecléctica afirma que entre las dos concepciones anteriores, 

a pesar de su aparente contradicción o contraposición, no hay diferen

cia, pues en substancia ambas consideran a la venta como una institu- 

ci6n autónoma y la sacan del proceso en el que surge y sobre todo de

la tutela jurisdiccional que se persigue a través de] proceso. 

El común presupuesto de ambas teorías señala que la venta forzada sea

siempre una venta en remate, sin tomar en cuenta que éste deberá efec

tuarse siempre dentro de] ejercicio de la actividad jurisdiccional. 

4) Citado por Obreg6n HeredÍa Jorge. " Código de Procedimientos Civi- 
les, comentado y concordado. Jurisprudencia, Tesis y Doctrina". 
Editorial Obreg6n y Heredia, S. A. 2a. Edición, México 1985. 

Página 318. 
5) Citado por Obreg6n Heredia Jorge. " Código de Procedimientos Civi- 

les, comentado y concordado. Jurisprudencia y Doctrina". 
Editorial Obreg6n y Heredia, S. A. 2a. Edición. México 1985. 

Página 318. 
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Son las consecuencias de este hecho, las que se necesitan Ibuscar pa

ra distinguir lo que se llama venta forzada en el lenguaje común y

el lenguaje jurídico, 

Si en la venta judicial se realiza una venta, en ella se encontrarán

todas las implicaci.ones que la venta lleva consigo, como la obliga- 

ción de que el Estado respondi.era por la evicci5n y el saneami ' ento; 

y como esto no sucede debe concluirse que no deben buscarse fuera - 

del proceso lo que sólo en el proceso tiene explícaci6n. 

Para poder demostrar la anterior afirmación, se hacen las siguientes

consideraciones: 

Si bien es cierto que en la venta en remate se producen efectos en - 

el patrimonio del deudor, por cuanto que es suyo el bien que se ven- 

de y será suyo el dinero que el comprador pague, no existe ninguna - 

relación obligatoria entre el comprador y el deudor. Si fuera de --- 

otra manera no se explicaría por qué el deudor no es responsable de - 

la venta de cosa ajena y no debe garantizar la eviccion, como cuando

se efectúa una venta voluntaria, 

En la venta forzada, el pago hecho a el acreedor es oponible al adju

dicatario reclamante y el límite de su derecho termina con la repeti

ci6n de este pago; tampoco al acreedor se le transmiten las obliga— 

ciones derivadas de la venta; su responsabilidad está en función de

la falta de pago que dio origen al remate, pero no tiene ninguna obli

gaci6n de entregar la cosa. 

Finalmente, el órgano jurisdiccional transfiere al adquirente el --- 

bien rematado en el ejercicio de un poder; y como todas las manifes- 

taciones de la tutela jurisdiccional tienen lugar fuera de la esque- 

mática de] derecho privado, aún cuando desde el punto de vista del - 

resultado puede haber coincidencia con los efectos que los particula
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res puedan alcanzar, el órgano jurisdicci,onal es extraño a, el efecto

jurldico que. con su actividad provoque. 

De estas consideraciones se concluye que no tiene ¡ mportancía si la - 

venta tiene naturaleza contractual o publicista, puesto que es una - 

manifestación del poder juri,sdiccional y la transmisión de la propie

dad se efectúa en ejerci,cio de ese poder, dentro de] proceso. 

En esta forma se eliminan los problemas que surgen de las relaciones

entre el tercero, postor adjudicatario, vendedor y de la posible fu- 

si6n o combinación de voluntades con motivo de la adjudicación. 

La declaración del postor se incluye en el acta de venta, al igual - 

que en la misila se inserta la resolución del órgano jurisdiccional - 

adjudicando el bien rematado. La unidad de estos actos, sólo provie- 

ne de] proceso, no de una fusión o combinación extraña al mismo. 

Analizando el acto de] remate se puede concluir que: Son sujetos de

este procedimiento, exclusivamente los que concurren a la venta y el

órgano jurisdiccional. 

El momento inicial de] procedimiento arranca de la publicación de la

orden de sacar a remate los bienes, publicación que permite a los -- 

terceros darse cuenta de esa posible venta y de concurrir si les con
viene. El derecho de participar en la venta corresponde a cualquiera, 

salvo la limitación de condicionar el ejercicio de ese derecho al -- 

otorgamiento de una caución que, en nuestro derecho., es el depósito - 

en institución de crédito. 

La postura. que hace el licitador no es, pues, la policitaci6n de un - 

contrato normal, que se perfeccionaría con la aceptación de esa ofer

ta por parte del órgano jurisdiccional. La postura es una promesa de

compra, vinculativa desde el momento en que se formula, pero condi— 
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cionada en forma resolutoria 1 la eventualidad de una puja -mayor, 

Pero la relación entre el licitador y el órgano jurisdiccional, es - 

decir, entre comprador y vendedor, no es el aspecto importante de] - 

procedimiento del remate, Los verdade-ros protagonistas de laalmoneda

son los postores y, por tanto, es la relación entre ellos la más in- 

teresante. 

Dos son las posibles Mpótesis. Primera, se establece una relación - 

jurídica entre los postores, que se puede reducir a la necesidad de - 

que se respeten las normas jurídicas que regulan el remate. Segunda, 

estas normas jurídicas solamente determinan simples intereses cuya - 

tutela está encomendada al órgano juriÍ sdiccional, en virtud de la fa

cultad que tiene de dirigir todo proceso, 

Por todo lo anterior, se concluye: Si bien es cierto que la venta en

remate tiene lugar mediante un procedimiento judicial, este procedi- 

miento no se confunde con la ley misma; por lo tanto, todos los ac— 

tos preparatorios dentro del proceso tendientes al remate, se funden

en éste. Por esta causa, tiene importancia no sólo la observancia de

las normas procesales, ni la determinaci6n del comprador y los even- 

tuales conflictos con los licitadores, sino tambien la validez de la

oferta de aquel que en definitivi se ha convertido en adjudicatario 

de los bienes rematado%, 

2.- FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL, 

Dentro del régimen de derecho en el que se desenvuelve nuestro país, 

el remate de los bienes sin fundamente constitucional, no seria pos¡ 

ble. 

Es importante observar que este acto econ6mico- coactivo sobre los -- 
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particulares tiene que estar debidamente fundamentado en nuestra Car

ta Magna. 

No seria, pues, permitible que el uso de los bienes se diera a ca— 

pricho de los gobernantes; todo lo que causa molestia a el particular, 

debe estar prescrito por la Constitución. 

Es por lo anterior que se consideró necesario destinar un inciso al - 

estudio de la fundamentación constitucional de] remate de los bienes, 

El Doctor Emilio 0. Rabasa en su obra " Mexicano, ésta es tu Constítu

ción", nos señala " que en otras épocas bastaba la simple orden ver— 

bal de alguna autoridad para perturbar a las personas, sin existir - 

para ello motivo justificado". ( 6) 

Los atentados a la familia, las agresiones a sus posesiones, sin ba- 

ber causa legítima, se sucedieron por mucho tiempo. Esto, definitiva

mente, era un abuso de poder. 

La Constitución de 1917 fundamentó garantías relativas a este abuso - 

y as! en su artículo 16 Constítucional, primer párrafo, estableció— 

adie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, pape— 

les o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito, de la auto- 

ridad competente que funde y motive la causa legal del procedimien-- 
to". ( 7) 

Para nuestro estudio la garantía es clara y bien expuesta, es decir, 

el remate judicial que causa una molestia al particular en su patri- 

monio, no puede realizarse sino en virtud de un mandamiento judicial

expedido por autoridad competente; y que la causa de -1 mismo se en--- 

cuentra previamente establecida y motivada; que esté apoyada en el - 

numeral correspondiente de nuestras leyes y además que exista motivo

legal para ]- levarlo a cabo. 

6) Rabasa 0. Emilio Caballero Gloria. " Mexicano, ésta es tu Consti- 
tuci6n". LI Legislatura. México, 1982. 
Página 45. 

7) Rabasa 0. Emilio Caballero Gloria. " Mexicano, ésta es tu Consti- 
tuci6n". LI Legislatura. México, 1982. 
Página 48. 
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De no ser as!, se procedería anticonstitucionalmente, Es absóluta la - 

prohibición de ocasionar molestia a las personas, ya sea en su fami— 

lia, papeles o ' Posesiones, Por tal raz6n nuestros legisladores han te

nido especial cuidado en ordenar legalmente todo lo que al remate con

cierne. 

3.- CONTENIDO. 

Para el estudio del remate, tendremos que tomar en cuenta que se pre- 

supone la existencia de los siguientes acontecimientos: En primer tér

mino, la presencia de una sentencia condenatoria firme, que ordene el

remate de los bienes secuestradol;.. en segundo, la existencia de un em

bargo posterior o anteri,or a esa sentencia. 

El procedimiento lo determinan la naturaleza de los bienes embargados; 

es necesario primeramente un avalúo, es decir, que se fije el valor; - 

el señalamiento de] día y la hora para que se lleve a cabo el remate; 

la subasta o almoneda: la realizaci6n de] remate en forma pública, la

declaraci6n judicial de] fincamiento del remate en favor de] mejor -- 

postor otorgándosele los títulos de Propiedad correspondientes. 

El remate de bienes inmuebles necesita, por ejemplo, que los postores

sean debidamente convocados conforme se establece en el C6digo de Pro

cedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

En sí el remate tiene tres momentos, a saber: a) El avalúo, b) subas- 

ta o remate, c) la entrega de] precio, otorgamiento de escrituras y pa

go al acreedor ejecutante. 

Aunque en algunos casos se puede hablar de un cuarto momento que debe

ser antes de la subasta, que es la convocatoria de los postores; mis- 

ma que, como ya lo señalamos, se debe realizar conforme a la Ley Pro- 

cesa] Civil. 
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Una vez que fueron debidamente convocados los postores, los ánteresa- 

dos en participar en el remate tienen que depositar, mediante bille— 

te de depósito el diez por ciento del valor del avalúo del bien o bie

nes por rematarse, esto para poder ser aceptados como licitadores. E. 

ta cantidad garantiza la seriedad y formalidad de las ofertas de com- 

pra; si un postor poco serio no sostiene la oferta, corre el riesgo - 

de perder ese 10 % en favor de los litigantes por concepto de indemni

zaci6n. 

Dentro de las tres partes esenciales que forman a el remate, según he

mos señalado existen otro tipo de diligencias que son necesarias para

poder llevar a cabo el remate, entre éstas por ejemplo tenemos: la ci

tación al remate; citación que se hace al deudor en la que al mismo - 

tiempo se le notifica del plazo perentorio que tiene para manifestar - 

sus excepciones legitimas, mismas que de no hacerlo se procederá con

la ejecución. Con este acto comi.enza la intervención del ejecutado y

como consecuencia es admitido como parte. 

La citación tiene como finalidad darle al ejecutado la oportunidad de

oponer sus excepciones que tiene contra la ejecución, Esta notifica— 

ci6n, no es necesaria si el deudor se presenta en forma voluntaria y

opone sus excepciones antes dela citación. 

4.- EFECTOS. 

Una vez que el remate se ha llevado a cabo, es decir, concluido con la

venta forzada del bien, se procede a la entrega de] precio: otorgamien

to de escritura y el pago al acreedor ejecutante que serán los efectos
finales del acto jurisdiccional. 

Lógicamente, para que el remate en sT concluya, se debe otorgar prime

ramente por parte de] mejor postor, la cantidad liquida que ampare el

precio. 
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Es obligación, por tanto, de] juez ordenar el otorgamiento de la es— 

critura de adjudicación y la entrega material del bien; una vez otor- 

gada la escritura de adjudicación, se darán al comprador los tItulos- 

de propiedad. 

Todas estas diligencias, en consecuencia, son procedimientos de ejecu

ci6n de sentencias y el adquirente puede dirigirse al juez en calidad

de interesado para pedir la realización de los actos citados y de los

medios de apremio necesarios para poder entrar en posesión de los bie

nes que le fueron adjudicados. 

El fin último tambien seria el pago que se hace al acreedor. Este pa- 

go se hará hasta donde alcance y si hubiere costas pendientes que li- 

quídar, se obtendrá en depósito la cantidad que se estime bastante pa

ra cubrirlas, hasta que sean aprobadas las que faltaran de pagarse. 
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CAPITULO TERCERO

110REMATE DE LOS BIENES" 

Dentro del estudio que se realiza en el presente capítulo y para dar- 
le una secuencia más lógica al presente trabajo, es iniportan e hacer - 

un breve comentario sobre el paso que antecede al remate en si, es de

cir, es conveniente en forma somera primeramente definir el embargo, - 

su naturaleza y los derechos que $ e derivan de éste. 

A este respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sido -- 

muy categórica al sostener que " el secuestro y más ampliamente el em- 

barqo, no otorgan al ejecutante un derecho real sobre lo embargado".( 8) 

Se considera a esta tesis como acertada, en la medida que el titular - 

de los derechos derivados de] embargo, cualquiera que sea su naturale

za, no puede ser de ninguna manera el ejecutante, sino el juzgador, - 

ya que se trata de una institución de carácter estrictamente procesal; 

es por eso que quien adquiere la potestad real de disponer de los bie

nes dentro de los fines estrictamente procesales es el juez, lo ante- 

rior mediante los respectivos procedimientos de enajenación, adjudica

ción o administración forzosos regulados en la ley procesal general— 

mente bajo el título genérico de " renates". 

Becerra Bautista sostiene que el embargo tiene la naturaleza de " un - 

gravamen real, ten.poral, oponible a terceros, del cual es titular úni

camente el órgano jurisdiccional, sujeto a las contingencias de] pro- 

ceso en el cual, tanto el ejecutante como el ejecutado y el mismo de- 
positario, deben cumplir las cargas, obligaciones y derechos respecti
vos". ( 9) 

El embargo no es un fin en sí mismo, sino un medio para poder lograr - 

8) Tesis 185. Apéndice citado supr. 82. 4a. parte. 

Página 554. 
9) Becerra Bautista José. " E] Proceso Civil en México". 

Editorial Porrúa. 5a. Edición. México, 1975. 
Página 362. 
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la satisfacción de la sentenci,A de condena, cuando ésta se t aduce, di

recta o indirectamente, en el pago de una suma determinada de dinero, 

Se pueden señalar los casos en que eventualmente el embargo puede ser

suficiente para lograr la sati.sfacci.ón, esto es: 

1) Cuando los bienes embargados consi,sten en dinero, sueldos, pensio- 

nes, etc., en la misma diligencia de embargo se hace entrega inmedia- 

ta al actor en pago, como lo contempla el articulo 543 de] Código de

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

2) Cuando el embargo haya recaldo sobre un crédito y el importe de és
te, entregado por el sujeto pasivo de] mismo a la parte vencedora Dor

resolución de] juzgado, haya sido suficiente para cubrir las presta— 

ciones objeto de la condena. En similar situación se encuentran los - 

casos de administración de fincas urbanas e intervenciones de rústi— 

cas y negociaciones mercantiles e industriales, cuando sus rendimien- 

tos sean suficientes para satisfacer tales prestactones. 

Pero, regularmente, el embargo de bienes de la parte condenada no es

suficiente por si^ sólo para lograr la satisfacción de la sentencia de

condena que ordena el pago de una suma determinada de dinero. 

Despues de] embargo, se hace precisa la enajenación de los bienes em- 

bargados para que con el producto de tal enajenación se haga el pago - 

a la parte vencedora. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito. Federal, regula - 

en la sección ' Te los remates", el procedim5ento para la enajenación - 

de los bienes inmuebles embargados, como el correspondiente a los mue

bles, como si las dos clases de procedimientos culminaran con el rema

te. 

Se trata, sin embargo, de dos procedimientos muy diversos: El procedi
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miento de enajenación de bienes inmuebles embargados si culninA con el

remate de dichos bi.enes, mientras que el correspondiente a los muebles

no concluye con el remate, sino se traduce solamente en la consigna--- 

ci6n de] bien a una casa de comercio o un corredor, para que éste a su

vez enajene dich,o bien, sin que sea necesarto que la, enajenación sea - 

mediante remate, 

El remate es una forma de enajenación de bienes que implica la oferta

pública de tales bienes y su enajenación a el postor que en el acto - 

del remate ofrezca el mejor precio por el bien. 

El remate puede ser realizado, tanto por particulares como Por órga— 

nos de autoridad. 

Regularmente la enajenación realizada por un particular, mediante re- 

mate, adquiere la forma de contrato particular de compraventa regula- 

da por el derecho privado. En cambio, los remates realizados por órqa

nos jurisdiccionales suelen ajustarse a procedimiento de derecho pú— 

blico y aunque erróneamente se les llama " ventas de remate", en rigor, 

no implican contratos de compraventa regidos por las reglas de la lí- 

bertad contractual, es tan erróneo como considerar que la operación

de bienes por causa de utilidad pública, es tambien un contrato de

compraventa. 

Se concluye que la enajenación de bienes, mediante remate judicial no

implica una operaci6n de compraventa, 

Se trata de un procedimiento judicial regulado por normas de derecho - 

público, en el cual la enajenación de los bienes es el medio para lo- 

grar la satisfacción de la condena decretada por una sentencia, Por - 

esta razón resulta inadecuado denominar " venta judicial" a la enajena

ci6n realizada mediante remate' judicial, 
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1,- CONCEPTO DE REMATE JUDICIAL. 

Existen diversas defini,,ciones del vocablo " remate", entre las cuales

se transcriben las de los síguientes autores: 

Couture: " Venta o subasta de bienes, medi,ante puja entre los concu— 

rrentes, bajo la cQndici,ón implTci,ta de aceptarse como precio la --- 

oferta mayor". ( 10) 

Pallares: " En el derecho procesal la palabra remate tiene dos signi- 

ficados: a) La adjudicación que se hace a una persona de] bien que - 

sale en venta, subasta o almoneda. b) La dili,gencia misma en que se - 

lleva a cabo la subasta o almoneda". ( 11) 

Risopatr6n. " La venta que se hace públicamente adjudi,cando la espe— 

cie al que haga mejor oferta por ell0, ( 12) 

En el derecho procesal el remate tiene dos signíficados: a) La adjudi

cación que se hace a una persona del bien que sale en venta, en subai

ta o almoneda. b) La dilígencia misma en que se lleva a cabo la subas

ta o almoneda. Significa entonces poner en venta un bien, no sólo por

orden y con intervención de la autoridad judicial o administrativa, - 

sino tambien adquirirlo en dicho acto. 

En si, el remate judicial es una venta de bienes mediante un procedi- 

miento de subasta pública. 

La palabra remate, significa la adjudi-caci6n que se hace de los bie— 

nes que se venden en almoneda o subasta al comprador de mejor puja o

condición, 

10) Citado -por Obreg6n Heredia Jorge. 
Código de Procedimi,entos Civiles Comentado", 

Editorial Porrúa. 2a. Edición. México, 1985. Página 318. 

11) Citado por Obreg6n Heredía Jorge. 
Código de Procedimientos Civiles Comentado". 

Editorial Porrúa, 2a. Edición. México, 1985. Página 318. 

12) Citado por Obreg6n lleredia Jorge
Código de Procedimientos Civile Comentado" 

Editorial Porrúa. 2a. Edición. México, 1985. Página 318. 
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Al ejecutarse el remate, entraña la culminación de un procedimiento - 

expropiatorio, que no es de interés público, sino de interés privado - 

de un acreedor. 

Como elemento importante es que la venta forzosa se realice en públil- 

ca almoneda o subasta. La palabra almoneda es de origen árabe que, - 

precisamente, significa venta pública. 

En nuestra legislación procesal, se encuentra debidamente reglamenta- 

do el remate, únicamente que los articulos que se ocupan de] mismo, - 

en su mayoría, hacen referencia al remate de bienes inmuebles, dejan- 

do sólo una disposición para el remate de bienes muebles, el cual más

que remate en sí, se convierte o traduce en la consígnaci6n de] bien- 

nueble a una casa de comercio o a un corredor, para que estos a su -- 

vez enajenen dicho bien sin que sea necesari,a la enajenación mediante

remate. 

2.- FINCAMIENTO DEL REMATE. 

El fincamiento del remate es el acto jurisdiccional que, legalmente, - 

concluye la almoneda, adjudicando al mejor postor la propiedad de los

bienes rematados. 

La aprobación de] remate es un acto también jurisdiccional, que parte

del examen de todo el proceso seguido hasta el fi,ncamiento, conforme - 

a la legalidad de éste y, consecuentemente, la adjudicación de la pr o

piedad de los bienes real5zados, Por tanto, el fincamiento queda suje

to a aprobación posterior del juez cuya resolución da eficacia juridi

ca al remate. 

Desde un punto de vista estrictamente teórico creemos que la venta se

verifica desde el momento en' que se finca el remate, pues es entonces

cuando se unen dos voluntades: la de] licitador y la del juez. 
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3.- SUBASTA, 

De las palabras de ori,gen latTn sub - hasta, que si,gni,fican " bajo la -- 

lanza", porque en RQma las, ventas pOblicas se realizaban bajo el ampa

ro de la lanza, simbolo de] poder militar y de la autoridad del Esta- 

do. Actualmente significa toda venta pública que se hace por orden y

con la intervenci6n de la autoridad judicial o administrativa, ya sea

de bienes muebles o inmuebles. 

En nuestro derecho positivo, podemos decir que remate es siln6nimo de

subasta y que, en cambio, el fincamiento y, la adjudicad6n son actos - 

posteriores al remate en vírtud de que se atribuye la propiedad de - 

los bienes al mejor postor o acreedor ejecutante, 

La subasta indica ya el momento mismo de] remate, en que los bienes - 

se están ofreciendo a la venta, ) P consiste en el llamado y concurren- 

cia de postores que son probables futuros compradores. 

La concurrenci.a de estos postores a la subasta se encuentra supedita- 

da a actividades tales como: quien se haya inscrito como postor, tie- 

ne que haber exhibido el 10 % antes ciltado, debe ofrecer como postura

miníma inicial, aquella que represente las dos terceras partes de] -- 

monto del avalúo, 

Despues de una primera oferta el juez, quien es director y conductor

de] remate, tendrá que interrogar a los presentes sobre si no hay --- 

otro u otros licitadores que ofrezcan una postura más alta, Si trans- 

currido el plazo de cinco minutos, despues de cualquier oferta válida - 

anterior, no haya ningún otro postor que la mejore, el juez tendrá - 

que fincar el remate en favor del último postor, Fincado y aprobado - 

el remate deberá adjudicarse el bien en favor del postor de la puja - 

más alta. Este postor deberá exhibir el resto de] precío, lo que - 

le dará derecho a que se le extienda escritura correspondiente tra— 

tándose de inmuebles. 
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4.- ADJUDICACION, 

El maestro Eduardo Pallares define la adjudicación de la siguiente ma- 

nera: " La apropiación o aplicación que en herencias y particiones o su

bastas, se suele hacer de una cosa mueble o inmueble, de viva voz o -- 

por escrito, a alguno con autoridad de] juez",( 13) 

Para Andrés Cornejo es: " La aplicación que hace el juez de los bi,enes- 

del reo ejecutado, y posesión que da de ellos al ejecutante en satis— 

facci6n de la deuda contralda con aquél a causa de no haber aparecido - 

postor al tiempo de su públi.ca subastaci6n y remate", C] 4) 

La adjudicaci6n procesal es un acto jurisdiccional por virtud de] cual

se declara que la propiedad de un bien o un conjunto de bienes pasa al

patrimonio de determinada persona. Tiene lugar en los remates de bie— 

nes muebles o inmuebles. 

Debe distinguirse claramente el acto jurisdiccional en que consiste la

adjudicación, de la escritura o documento en que se hace constar la -- 

transmisión de la propiedad. En el remate, concretamente, el juez pro- 

nuncia la adjudicación cuando pasados cinco minutos de la última puja

o de la última postura, no se formulan otras diversas. 

Constituye la adjudicaci6n una resolución judicial con el efecto tras- 

lativo de propiedad que se ha dicho, surte sus efectos independilente— 

mente de que se otorgue o no, la escritura correspondiente. La escritu

ra tiene su base legal en el auto de adjudicación y éste es firme y vá

ido, independientemente de aquélla. 

La adjudicación es un acto jurisdi.ccional realizado en favor de] acree

dor, ante la ¿usencia de postores o por haber mejorado la última postu- 

ra, que le atribuye tambien la propiedad de los bienes que fueron obje

to de la subasta. Esta adjudicación o entrega de bienes, puede verifi- 

carse en pago, en parte de pago' cuando se entrega su posesi6n al acree

13) Citado por Pallares Eduardo. " Diccionario de Derecho Procesal Ci- 
vil". Editorial Porrúa. 8a. Edición. México 1975. Página 150. 

14) Citado por Pallares Eduardo. " Diccionario de Derecho Procesal Ci- 

vil". Editorial Porrúa. 8a. Edición. México 1975. Página 150. 
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dor para que cobre su crédito con el producto de sus rentas,. 

La adjudicaci6n es la culminac0n del procedimiento e_xpropíatorio, ad- 

judicaci6n en favor de] adquirente o mejor postor y luego el pago al - 

acreedor con el producto de la venta. 

El remate implica que la cosa quede vendida y que la autorídad tome el

precio de esa venta y adjudique la cosa rematada. 

Concluyendo, la adjudicaci6n consiste en atribuir legalmente la propi,e

dad a alguien; si existe algún remanente tendrá que entregarse a quien

es propietario del bien rematado. 

5.- INTERVENCION DE TERCEROS. 

Las dos clases de terceros que pueden intervenir en el remate, puesto - 

que no son partes, son los postores y los acreedores. 

Estos acreedores son los titulares de los gravámenes que aparecen en - 

el certificado, que debe expedi.rse por el Registro público de la Pro— 

piedad a petici6n del tribunal: tienen derecho de intervenir en el aya

lúo y en la subasta de los bienes, si les conviene hacerlo; pueden ha- 

cer observaciones en el acto de] remate, recurrir el auto de aproba--- 

ci6n del mismo y nombrar a su costa perito valuador para que practique
el avalúo en forma conjunta con los peritos del ejecutante y ejecutado.. 

El ejecutante o acreedor, desde luego, tiene derecho de poder partici— 

par en la subasta, y puede hacerlo sin necesidad de consignar el certi
ficado de dep6sito del 10 % del valor de los bienes que se rematan; es

ta situaci6n es fácilmente explicable, toda vez que quien más tiene in

terás en que la subasta se realice es precisamente el ejecutante; y

por esta raz6n, a 11 no se lepide que garantice la seriedad de sus

posturas. Dentro de sus derechos tambien se encuentra el de mejorar
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las posturas que hagan los licitadores, 61 participa como un - licitador

más y esto por el ínter1s particular que' sobre los objetos o bienes -- 
tenga, 

En caso de que no haya postores, el ejecutante podrá pedir la adjudica

ci6n de los bienes en los términos establecidos para tal efecto y po— 

drá solicitar se saquen los bienes a nueva pública subasta.. 

6.- EL PAGO DE ACREEDORES. 

El pago a los acreedores es la finalidad y la justificaci6n de] remate, 

Una vez que se ha obtenido la exhibici6n por el mejor postor del total

de] precio ofrecido, se pagará al acreedor ejecutante hasta donde se - 

alcance a cubrir el importe de su crédito, Si los acreedores fueran va

rios, deberá examinarse la prioridad o preferencia de sus créditos, -- 

pues con el producto de la venta, deberá pagarse primero a quienes ten

gan mejor derecho o consignársele la cantidad adecuada si no estuviere

presente. 

Satisfechos todos los créditos registrados si. queda algún remanente, - 

deberá entregarse al deudor si no se hallare retenido judicialmente pa

ra el pago de otras deudas. 
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CAPITULO CUARTO

EL REMATE JUDICIAL EN EL CODIGO CIVIL Y EL CODIGO

DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL" 

1.- ANALISIS DE LOS ARTICULOS 2323 AL 2326 DEL CODIGO CIVIL PARA EL -- 
DISTRITO FEDERAL. 

El Código Civil para el Distrito Federal, en su capitulo IX, nos plan- 

tea las ventas judiciales, la reglamentación o requisitos que deben cu

brirse para realizar una venta de tipo judicial, 

Son cuatro los art1culos que configuran el capitulo IX, y son estos los
que dan origen al estudio de] capTtulo cuarto, para desglosarlo empeza- 

remos transcribiendo primeramente los citados articulos, para posterior

mente hacer un breve comentario de los mismos. 

ARTICULO 2323.- " Las ventas judiciales en almoneda, subasta o remates - 

públicos, se regirán por las disposiciones de este titulo, en cuanto a

la substancia del contrato y a las obligaciones y derechos del compra— 

dor y de] vendedor, con las modificaciones que se expresan en este cap! 

tulo. En cuanto a los tánili,nos y condiciones en que haya de verificarse, 
se regirán por lo que disponga el Código de Procedimientos Civiles". 

En este articulo, en su primera parte, como paso lógico se establece -- 

una relación obligatoria entre el remate que ha de realizarse y lo esta

blecido en el Código Civil para el Distrito Federal, en cuanto se pre— 

senta la necesidad de realizarse un remate, se tiene que atender a las

disposiciones previamente establecidas por el citado titulo, pero única

mente en cuanto a la substancia de] contrato y de las obligaciones y - 

derechos, tanto de] comprador como de] vendedor; en su últiTna parte ha- 

ce una excepción al mencionar que lo relativo a los términos y condicio

nes se regirán por lo dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles - 

para el Distrito Federal. 
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Cabe igualmente comentar el hechQ de que el CIdigQ Civil pari -el Distri

to Federal , al referirse al remate judicial le. da el carácter de un - 

contrato; sobre este punto consideramos que la venta judicilal no tie- 

ne un carácter contractual, toda vez que en la realidad legislativa - 

mexicana no se le puede consídQrar como un contrato con efectos rea— 

les, pues la trinsferencía de la cosa no se produce por el sólo con— 

sentimiento de las partes. 

ARTICULO 2324.- Mo pueden rematar por si, ni. por interpósi.ta persona, 

el juez, secretario y demás empleados de] juzgado; el ejecutado, sus - 

procuradores, abogados y fiadores, los albaceas y tutores, si se tra- 

ta de bienes pertenecientes a la sucesión o a los incapacitados, res- 

pectivamente; ni los peritos que hayan valuado los bienes objetos del

remate". 

Dentro de este articulo, se contempla una incapacidad especial de ac- 

tuar para el juez, abogado, procurador, etc,, es una prohición de ti- 

po legal

Esta prohibición impide al juez, procuradores, secretario, empleados - 

de] juzgado, fiadores y en casos especificos a los albaceas y tutores, 
cuando se trata de bienes relativos a la sucesión o a los incapacita- 

dos. Y, finalmente, una prohibición a los peritos, misma que resulta - 

fácilmente entendible en virtud del manejo que sobre los avalúos pu— 

dieran efectuar. 

ARTICULO 2325.- " Por regla general, las, ventas judiciales se harán en

moneda efectiva y al contado, y cuando la cosa fuera inmueble, pasará

al comprador libre de todo gravamen, a menos de estipulación expresa - 

en contrario,. a cuyo efecto el juez mandará a hacer la cancelación o

cancelaciones respectivas, en los términos que disponga el Código de

Procedimientos Civiles para el bistrito Federal". 
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Propiamente es, en este art1culo, donde se establecen requi.litos para

la realizaci6n del remate: 

Primeramente, por regla general se deben hacer en moneda efectiva y - 

al contado. 

Asimismo, regula que en la compra de bienes, estos pasan al comprador

libres de todo gravamen, salvo cuando exísta una esti.pulaci,6n contra- 

ria expresa en ese sentido. Estas situaciones son reglamentadas más - 

ampliamente por el Código de Procedimi,entos Ctviles para el Distrito - 

Federal. 

ARTICULO 2326.- " En las enajenaciones judiciales que hayan de verifi- 

carse para dividír una cosa común, se observará lo dispuesto para la

partición entre herederos". 

Finalmente, este articulo nos remite a lo establecido en el Código de

Procedimientos Civiles, cuando la venta se realice para dividir una - 

cosa común y precisamente a la parte relativa a la partíci6n entre he
rederos. 

2.- EL REMATE EN EL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO

FEDERAL. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal distingue

los procedimientos de enajenaciones de los bienes embargados, según - 

se trate de bienes i,nmuebles o muebles, Dentro de estos dos procedi— 

mientos de enajenaciones de bienes a terceros el Códígo de Procedi--- 

mientos Civiles para el Diitri.to Federal, tambien prevé la posibili— 

dad de la adjudicación en pago de los bienes embargados en favor de - 

la parte vencedora y, por lo que a inmuebles se refiere, también pre- 

vé la posibilidad de su administración. 
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Aunque el Código de Procedimientos Ci.vi,les para el Distrito. Federal

reggúla en la misma secct6n: " De los Remates", tanto el procedilmi,ento

para la enajenación de los bienes i,nmuebles embargados, como el corres

pondiente a los muebles ( como si las dos clases de procedinientos cul

minaran con el remate), se trata, sin embargo, de dos procedimientos - 

muy diversos. 

El procedimiento que se sigue a los bienes inmuebles embargados, se - 

culmina con el remate de dichos bienes, mientras que el correspondien

te a los muebles no concluye con un remate, sino que se traduce sola- 

mente en la consignación de] bien mueble, a una casa de comercio o a

un corredor, para que estos a su vez enajenen dicho bien sin que sea

necesario que la enajenaci6n sea mediante remate. 

La característica principal de la enajenaci,6n de los bienes muebles, - 

es que no es la autoridad judicial la encargada de llevarla a cabo; - 

su intervención se limita a consignar o entregar los bienes al corre- 

dor o casa de comercio, para que estos se encarguen de la enajenación. 

Esto significa que, en tanto los bienes inmuebles se enajenan median- 

te remate judicial, los muebles son enajenados por casas de comercio - 

o corredor a quienes la autoridad les haya consignado el bien. 

Dentro de] procedimiento seguido para la venta de] bien mueble, pode- 

mos ver que el precio fijado por él, se reduce en un 10 % cada diez - 

días que transcurran sin que se logre la venta. En este caso, tambien

el ejecutante puede pedir la adjudicación de] bien mueble en su favor, 

al precio que tenga señalado al tiempo de su petición. 

Efectuada la venta el corredor o casa de comercio entregará el bien - 

al comprador. otorgándole la factura correspondiente, la cual deberá - 

ser firmada por el ejecutado por el juez en su rebeldía. Los gastos - 

de corretaje o comisión serán' por cuenta de] ejecutado y se deduci— 

rán preferentemente del precio que de la venta se obtenga. 
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Nuestro CódigQ de Procedi,mi,antQs Ci0les, en su cabitulo V denominado

De la Vía de Apremi,o", precisamente en la secci1,6n 111, nos señala - 

los pasos a seguir para llevar a cabo un remate, 

En treinta y cuatro artículos, que comprenden del 564 al 598, nos di- 

ce de una manera sencilla la forma en que se han de ir diluci,dando to

dos o la mayoría de los incidentes que se pueden presentar durante el

remate. En el inci,so si,guiente al presente, $ e cQmentarán en forma -- 

breve todos los artículos que el C6di,go de Procedimientos Civiles pa- 

ra el Distrito Federal dedica al remate; aquí, veremos únicamente que

este procedimiento tiene en primer término, su exi, tencia en el LIBRO

CUARTO segunda parte, título tercero, capítulo noveno de] Código Ci— 

vi] para el Distrito Federal, denominado este último, " De las Ventas - 

Judiciales" y en cuatro artículos nos presenta, en forma genérica, lo

relativo a las ventas judiciales, Y es este ordenamiento el que nos - 

remite al de procedimientos civiles, cuando nos dice que las condicio

nes y términos se regirán por lo dispuesto en el Código de Procedi--- 

mientos Civiles para el Distrito Federal.. De aquí se desprende la ne- 

cesidad de que un procedimiento como el remate sea previsto en forma - 

más especifica, más detallada, De lo anterior, desprendemos que en - 

el Código Civil únicamente se prevé, se legisla, pero se nos remite - 

para su ejecución a un segundo ordenamiento., 

3.- ANALISIS DE LOS ARTICULOS 564 AL 598 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS

CIVILES, 

ARTICULO 564.- " Toda venta que conforme a la ley de e hacerse en subas
ta o almoneda, se sujetará a las disposiciones contenidas en este ca- 

pítulo, salvo en los casos en que la ley disponga expresamente lo con
tra ri o". 

Con este articulo se inicia en nuestro Código de Procedilmientos CiVi- 
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les la sección tercera del capitulo V, relativo a los rematbs: como - 

primer paso lógico, ini'cia en su primer artículo con una restri,cción, 

con una sujeción, es decir, que toda venta que tenga que realizarse - 

en subasta o almoneda se sujetará a las disposi,ciones contenidas por

el capitulo V, de esta manera el legislador sujeta a los particulares

y al órgano jurisdiccional a que tomen en cuenta lo dispuesto por el - 
código en mención. 

ARTICULO 565.- " Todo remate de bienes raíces será público y deberá ce

lebrarse en el juzgado en que actúe el juez que fuese competente para

la ejecución". 

Aqui se establecen las primeras reglas para la realización del remate. 

La primera de ellas es que será público y la segunda que deberá cele- 

brarse en el local de] juzgado que ocupe el juez que conozca la ejecu

ción. 

De conformidad con el punto de vista sustentado por ALCALA ZAMORA, el

procedimiento para el remate de bienes inmuebles comprende básicamen- 

te las tres etapas siguientes; 

1) El avalúo; 2) subasta o remate; y 3) entrega de] precio, otorga --- 

miento de la escritura y pago al ejecutante. 

ARTICULO 566.- " Cuando los bienes embargados fueren raíces, antes de - 

procederse a su avalúo, se acordará que se expida mandamiento al re— 

gistrador de la propiedad para que remita certificado de gravámenes - 

de los últimos diez años; pero si en autor obrare ya otro certificado

sólo se pedirá al registro el relativo al periodo transcurrido desde - 

la fecha de aquél hasta la en que la solicite". 
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Aquí se prevé el caso de bienes ral.ces embargados, y nos dice que - 

antes de procederse al avalúo se acordará que se expida el certifi- 

cado de gravámenes de los últimos diez años, esto con la finalidad - 

de garantizársele a los postores que en caso de que realicen la com
pra del bien lo harán a sabiendas de si éste tiene o no un gravamen; 
y en caso de existir gravamen se procederá con conocini,ento por par
te de los compradores; en el caso de que exista ya un certi,ficado,- 

únicamente se solici.tará el relativo al período transcurrido desde
la fecha de aquél hasta la en que se solicite. 

El primer requisito que debe satisfacerse es: la obtenci,6n de] cer- 

tificado de gravámenes de] inmueble. Este certifícado debe ser expe

dido por mandamiento del juez al registrador; por tanto, la obten— 

ci6n del mismo por parte de] ejecutante no surte efectos prácticos, 

pues aún presentado en autos, el juez debe ordenar un certificado - 

complementario. 

Cuando los bienes se encuentran registrados en di,versos lugares, ha

brá necesidad de obtener la expedidicón de exhortos o despachos pa- 
ra los jueces competentes de lugar en que está el registro al que - 

se le puede exigir el certificado. Por tanto, no' es legalmente pos¡ 

ble que el juez que va a practicar el remate se dirija a los regis- 
tradores públicos foráneos mediante oficio, sino que debe hacerlo - 

forzosamente por medio de exh.orto o despacho para que en su auxilio

el juez del lugar ordene al registrador la e—xpedici6n de] certifica

do. 

Una vez agregado el certificado en autos, surgen derechos en favor - 

de los acreedores - ue en él aparezcan. 

ARTICULO 567.- " Si del cert.ificado aparecieran grvámenes, se hará - 

saber a los acreedores el estado de ejecuci,6n para que Íntervengan- 
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recho el acreedor, si es uni entidad que obre por órganos de repre

sentación, debe acreditar a una persona fTsica que con poder bas— 

tante pueda comparecer en el juicio en que se está realizando el - 

remate y efectuar todos los actos que sean jurldícamente necesa--- 
rios. 

Cuando en el juicio en que se practicó el embargo que aparece en - 

el certificado de. grayámenes el prQmQvente sea endosatario en pro- 

curaci6n, estimamos que no puede. comparecer en el juicio en que se

efectuará el remate y ejecutar los actos de que habla el articulo - 
568; basado su representación en el endoso al cobro, en los térmi- 

nos de] articulo 35 de la Ley General de TTtulos y Operaciones de

Crédito; que sólo faculta al endQsatario a promover en el juicio - 

iniciado con el documento en que conste el endoso y en los proce— 

sos que directamente deriven del mismo. No podrá, por tanto, hacer

se valer el endoso en juício diferente entre partes diversas. Será

necesario, en consecuencia, que se presente el titular de] derecho

del que deriva el gravamen que apareció en el certificado o el en- 

dosatario, pero acreditando éste su representación con poder bas— 

tante. 

Si notificado un acreedor no hace uso de] derecho de nombrar peri- 

to, no por eso debe suspenderse la ejecución; y si cuando ese acree

dor se apersona y el avalúo ya se practicó por los peritos de las

partes o el tercero en discordia, perderá el derecho respectivo. 

Lo mismo sucede cuando en una escritura hipotecaria o en un contra

to refaccionario, si, se ha fijado el precio al o a los bienes se— 

cuestrados; como entonces ya se practicó el avalúo, los acreedores

que aparecen en el certifícado no pueden nombrar peri.tos para ese

fin. 
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ARTICULO 569.- ". El avAlúQ se practi,cará de acuerdo con las reglas

establecidas para la prueba pericia], Sil fueren más de dos los pe- 

ritos valuadores no habrá necesidad de nombrar tercero en discor— 

dia". 

Según lo establecido por este art1culo, deben observarse las reglas

que están señaladas para la prueba perici,al. En el art1culo 560

de] C6digo de 1884, se establecia que los avalúos hacTAn prueba

plena. Ante la ausencia de una disposición análoga en nuestra le- 

gislaci6n, y al hacer un estudio del valor probatorio que se otor- 

ga a las pruebas, nos encontramos según lo expuesto en el, arti.culo

402 de] C6digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; 

que será el juzgador quien dé valor pleno a las mi1snias, atendiendo

a las reglas de la lógica y la experiencia. Entonces la prueba pe- 

ricia] tendrá valor pleno cuando el criterio del juez as. lo deter

mine. 

ARTICULO 570.- % echo el avalúo se sacarán los bienes a pública su

basta, anunciándose por dos veces, de siete en si:ete di.as, fijándo

se edictos en los sitios públicos de costumbre, y si, el valor de - 

la cosa pisare de cinco mil pesos, se insertarán aquellos en un pe

ri6dico de infomaci6n, A petición de cualquiera de las partes y a

su costa el juez puede usar, además de los dichos, algún otro me -- 

dio de publicidad para convocar postores". 

El juez, una vez que se haya practicado el avalúo, deberá a peti— 

ci6n de parte, señalar dia y hora para que tenga verificativo la - 

almoneda en forna pública, en el local de] juzgado, y convocar pa- 

ra esto postores por medi,o de edictos. 

Cuando las partes celebren un convenio judicial que da por conclui

do un juicio con efectos de sentencia ejecutoria, conviene que se- 
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ñalen un precio a los bienes embargados para el caso de remate, - 

pues de esta forma se evitan la necesidad de un nuevo avalúo. 

Los edictos deben de contener el nombre del juzgado; de las partes - 

litigantes; la naturaleza del proceso; descri'pci,'6n de los bi.enes - 

objeto de] futuro remate; el señalamtento del día y la hora para - 

que tenga verificativo la almoneda; el precio del avalúo; el monto

de la postura legal y la convocatoria de postores. 

Los edictos se fijan en la ciudad de México en todas las puertas - 

de los juzgados y en las oficinas de 11 TesorerTa del Departamento
de] Distrito Federal. 

En el citado artículo se prevé que el anuncio se haga por dos veces, 

de siete en siete días y que deben filjarse dos edi.ctos, uno siete - 

días despues de otro, pero antes de] remate, 

Respecto a la publicación de los edictos en el periódico de infor- 

maci6n, la elección de ese periódico queda a criterio del juez, -- 

cuando hay varios órganos de publicidad. 

Cuando existen bienes ubicados en otros lugares deben satisfacerse

los mismos requisitos respecto a cada bien. El problema surge si - 

en esos lugares no existen periódicos o periódicos diarios, lo que

imposibilita cumplir con la ley respecto a el plazo de siete días. 

En esos casos, lo más práctico es pedir al juez exhortante que fa- 

culte al juez exhortado para que sea 11 como conocedor del medio - 

el que señíle el periódico en el que se hagan las publicaciones. - 

En la práctica basta que se publiquen los edictos en los peri6di-- 

cos que circulen en la localidad en que se encuentran los bienes - 

raíces en plazos superiores. a los siete días, pero no menores. 
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Se suele preguntar si. los sábados, dQmi,ngos y dias festivos, son - 

inhábiles para que aparezcan esas publicaciVones; la contestaci6n - 

debe ser negativa, pues la ley no impone esa prohi'bici6n y dada la
finalidad que se busca, las publ caciones en los pert6dicos de los

dominqos pueden ser más efectivas para la convocatoril'a de postores, 

Aunque en la parte final se habla de otros medíos posibles de pu— 
blicidad, en la práctica no se ha sacado partido de esta disposi— 

ci6n, haciendo publicaciones en revistas o mediante anuncios radia

dos o televisados. 

ARTICULO 571.- " Antes de fincarse el remate o declararse la adjudi

caci6n podrá el deudor librar sus bienes pagando pri,ncipal y cos— 

tas. Despues de fincado quedará la venta Jrrevocable". 

Se desprende que el ejecutado tiene, para líberar sus bienes, un pla

zo que se cumple antes de que el remate sea fincado en favor de -- 
postor alguno. 

Este precepto es similar al articulo 837 del Código de 1884; cuyo - 

antecedente se encuentra en el artTculo 984 de la ley de enjuicia- 

miento española de 1855, Monresa y Navarro, comentando la disposi- 

ción hispana, dice que: " Son tan notorias la razón y la justicia - 

de lo que se consigna en esta disposición que no necesita comenta- 

rio, sólo agrega que si hay una segunda o tercera almoneda mientras

no quedan rematados los bienes, el deudor podrá hacer uso de la fa

cultad que se le concede para liberarlos, pero que aprobado el re- 

mate, queda la venta perfeccionada e irrevocable para el deudor, - 

aunque no esté consuinada". C15) 

La prohibición de liberar los bienes del deudor despues del remate, 

15) Citado por Obreg6n Heredia Jorge. 
Código de Procedimientos Civiles Comentado" 

Editorial Obregón y Heredia. 2a, Edición. Méxi'co 1985. 

Página 320. 
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tiene por objeto' no desvanecer las esperanzas concebidas fundamen

talmente por los compradores, de tal suerte que se Fía abolido el

retracto que por costumbre se conced1a Al deudor de rescatar los

bienes rematados pagando su precio al térmi,no de nueve Mas-, si. - 

estos fueran raTces, llenando además los requisttos necesarios p2_ 

ra retraer, 

ARTICULO 572.- " Si los bienes ralces estuvi,eren situados en diYer- 

sos lugares, en todos estos se publicarán los edíctos en los sitios

de costumbre y en las puertas de los juzgados respectivos, En el - 

caso a que este artículo se refiere., se ampliará el término de los

edictos concedi.éndose un M -a más por cado cuarenta kilbetros o -- 

por una fracci0n que exceda de la mitad y se calcular! para desig- 

narlo la distancia mayor a que se hallen' los bi.,enes. Puede el juez

usar, además de los dichos, algún otro medio de publicidad para -- 

llamar postoreC, 

No obstante el anacroni , smo de la ampliaci.6n del térmilno de los -- 

edictos, cuando los bienes estuvieren situados en diversos lugares, 

el artYculo 572 concede un dTA más, por cada cuarente kilbetros o

por una fracci6n que exceda de la m tad, para la publicaci6n de -- 

los edictos; ordenando que se calculará para designarlo, la distan

cia mayor a que se hallen los bienes. Debe de interpretarse correc

tamente esa disposición; no se trata de que el plazo entre edicto - 

y edicto se amplie en un dio por cada cuarenta ki,]6netros de dis— 
tancia, es decir, si, el bien se encuentra a nás de esa di.stanci,a.. - 

debe de hacerse una publícacidn,,y otra diez Mas despues; sino que

se verificará la. subasta antes de] plazo ampliado para que puedan - 

concurrir postores a. la capíltal de la repúbltca. 

Al consultar los términos procesales, observamos que en el art1cu- 

lo 134 de] C6digQ de Procedimientos Civiles paro el Distrito Fede- 
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ral se seJiala que siempre que se requi,era la citación de' personas- 

que estén fuera de] lugar donde se lleva el juicio, se debe fijar - 

un término en el que $ e aumente al señalado por la ley, un día más

por cada 200 kilómetros de ditancia o fricción que exceda de la mi

tad, salvo que la ley disponqa otra cosa expresamente o el juez es

time que debe ampliarse. Entonces se deja al criterio del juez am- 

pliar el término según las necesidades de la distancia y mayor o - 

menor medio de comuni.cación. 

El día del remate antes de celebrarse éste, debe de certificar la

secretaría del juzgado, que se cumplieron todas las formalídades - 

arriba mencionadas, pues si faltaré alguna de ellas, es preferible

no celebrarlo para evitar su futura nulidad. 

ARTICULO 573.- " Es postura legal la que cubra las dos terceras par

tes del avalúo o del precio fijado a la finQa hipotecada por los - 

contratantes, con tal de que la parte de contado sea suficiente p.!_ 

ra pagar el crédito o créditos que han sido objeto del juicio y -- 

las costas. 

Cuando por el importe del avalúo no sea suficiente la parte de con

tado para cubrir el crédito o los créditos y las costas, sera pos- 

tura legal las dos tercias partes del avalúo dadas al contado". 

Es postura legal, en primera almoneda, la que cubra las dos terce- 

ras partes del avalúo o precio fijado a la finca hipotecada por -- 

los contratantes. Estimamos que cuando se ha fijado por otros me— 

dios el valor de los bienes embargados, cosa que. autoriza el articu

lo 568 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Fede- 

ral, tambien será postura legal la que cubra las dos terceras par- 

tes de ese precio. En las almonedas , posteriores veremos que va dis

minuyendo el monto de la postura legal. 
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En la parte final de este artículo se dice que en la postura legal

la parte de contado debe ser suficiente para pagar el crédito o -- 

créditos que hayan si.,do objeto de] juicio y sus costas. Esta dispo

sicion permite conclui.r que el licítador puede ofrecer la suma que

cubra las dos terceras partes pagando una parte de contado y otra

a plazos. En este últino caso, la parte de contado debe cubrir for

zosamente el iMporte de] crédito con sus accesorios y costas., 

Cuando el importe del avalúo no sea sufil,ciente para cubrir el cré- 

dito y las costas, interpretando la parte final, será postura le- 

gal la que cubra de contado las dos terceras partes del avalúo. En

este último caso, no cabe el pago a plazos., 

ARTICULO 574.- " Para toniar parte en la subasta deberán los licita- 

dores consignar, previamente, en el establecimiento de crédito des

tinado al efecto por la ley, una canti.dad igual por lo menos al - 

10 % efectivo de] valor de] o los bienes, que silrva de base para - 

el remate, sin cuyo requisito no serán admitidos. 

Se devolverán dichas consignaciones a sus respectivos dueños, acto

continuo al remate, excepto la que corresponda al mejor postor, la

cual se reservará en depósito como garantía de] cumplimiento de su

obligación y, en su caso, como parte de] preci'o de la venta". 

Se nos hace referencia a los actos previos que se deben realizar - 

por parte de los postores para participar en el remate. 

Basados en la cantidad que fije el avalúo y que sirve de base para
la primera almoneda, el licitador debe obtener un certifi,cado de - 

depósito en Nacional Financiera Sociedad AnUfifia por el 10 % mllni,- 

mo de] valor de] avalúo. 
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La posesión de] certificado de depósito al que se hace mención, -- 

sirve para garantizar la postura que haga el depositante en el re- 

mate que va a celebrarse, crea los síguientes derechos en el pos— 

tor; concurrir a la almoneda; revisar los planos y avalúos; hacer - 

postura y, en su caso, mejorarlas. 

En el segundo párrafo de] articulo que nos ocupa se prevé el desti

no de] depósito y nos indica. que será devuelto inmedíatamente a -- 
los postores, excepto el que corresponda al mejor postor, en virtud

de que el mismo es garantia Para el cumplimiento de la obligación - 

y, en su caso, como parte en el pago de la venta. 

ARTICULO 575.- " El ejecutante podrá tomar parte en la subasta y me

jorar las posturas que se hicieren, sin necesidad de consignar el - 

depósito prevenido en el artTculo anterior". 

Podemos observar que en este articulo se establece orimeramente un

derecho que tiene el acreedor ejecutante: el de participar en el - 

remate sin hacer la consi,gnaci6n de] 10 % a que se hace mención en

el articulo 574; igualmente, tiene derecho a participar en la su- 

basta y mejorar las posturas que en la misma se hagan. 

La norma que permite al acreedor intervenir en la subasta se basa - 

en que siendo el depósito una demostraci.6n de] interés real del

postor de participar en la almoneda, no deberá exigirse a quien

trata de obtener el cumplimiento de una obligación precisamente a

través del remate. 

ARTICULO 576.- " E] postor no puede rematar para un tercero sino -- 

con poder y cláusula especial, quedando prohibido hacer postura re

servándose la facultad de declarar despues el nombre de la persona

para quien se hizo". 
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Desprendemos que el po4tor puede comparecer al remate por medio de

apoderado con poder y cláusula especial, pero no puede hacer postu

rA reservándose la facultad de declarar despues el nombre de la -- 

persona para quien la hizo, Esta medida fue tomada de] derecho his

pano para evitar la. faltA de seriedad en los postores, para evitar

los fraudes que se podTin cometer en 11 venta o remate de fi-ncas,- 

al reservarse los nombre -s de los verdaderos compradores, aunque se

protesta declararlo despues, pues se dabLa lugar u ocast6n a poder- 

se simular un solo contrato, medi$ndose. realmente dos convenios; y

tambien porque si no se sabTA desde el princípío la persona con

quien se celebraba, no se podTa determi,nar si, ésta se encontraba

apta y con la capacídad necesar a para la firmeza de] negocío y no

exponerse a que éste quedara sin efecto, 

Se mandó que los postores en el mismo acto del remate declararan - 

desde luego el sujeto o persona en quien se finca verdaderamente - 

el remate, sin reservarse de manera alguna el expresarlo despues. 

ARTICULO 577..- " Desde que se anuncie el remate y durante éste, se - 

pondrán de manifiesto los planos que hubiere y estarán a la vista - 

los avalúos". 

La finalidad de esta disposición es brindar elementos necesarios a

los posibles postores en la subasta. Les permite conocer, desde el

momento mismo que se hace el anuncio del remate, el valor de los - 

bienes as! como les permi,te observar los planos que sobre los mis- 

mos existan. 

ARTICULO 578.- " El juez que ejecuta decidirá de plano cualquier -- 

cuestión que se suscite durante la subasta y de sus resoluctones - 
no se dará más recurso que el de responsabi' li,'dad, a menos que la - 

ley disponqa otra cosa", 
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El legi.slador previniendo que algún detalle quedare si1n regularse, 

mediante este articulo faculta ampli.amente 11 juez ejecutante y

nos dice que él puede, decidír cualqui-er cuestión que se presente

durante la subasta, y seMala como recurso en contra de sus resolu- 
ciones, únicamente el de. responsabilidad, siempre que la ley no -- 

disponga otra cosa. 

ARTICULO 579.- " E] dia del remate, a la hora señalada, pasará el - 

juez personalmente lista de los postores presentados y concederá - 

media. hora para admitir a los que de nuevo se presenten. Conclui— 

da la media hora, el juez declarará que va a procederse al remate - 

y ya no admitirá nuevos postores. Enseguida revisará las pro * Pues— 

tas presentadas, desechando desde luego, las que no tengan postura

legal, y las que no estuvieren acompañadas del billete de depósito

a que se refiere el articulo 574". 

Se comentó anteriormente que antes de proceder al remate, el secre

tario debe certificar si se cumplen los requisitos exigidos por la

ley, pudiendo hacer en ese momento los acreedores y las partes, -- 

las observaciones que juzguen oportunas, en defensa de sus respec- 

tiYos derechos. 

Si quedaren satisfechos todos los requisitos y obran las constan"- 

cias correspondientes, asl como los ejemplares de los periódicos - 

en los que se hicieron las publicaciones ordenadas, el juez dará - 

principio a la subasta, pasando lista de postores presentados y he

cho lo anterior concederá media hora para admitir nuevos postores. 

Los postores que hagan acto de presencia, deberán exhibir ante la

secretaria del juzgado, antes de que inície el remate, su billete - 

de depósito de Nacional Financiera, precisamente cubriendo el 10 % 

del valor de los bíenes fijado en el avalúo. Esto es muy importan- 

te, pues en posteriores almonedas, no obstante las retazas, la --- 
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oblígación de los li.citadores conti.nuará si,endo 11 miwi o sea pre

sentar el billete por el. 10 % de] valor de los bi'ene.s, 

El transcurso de la media Kora concedida por el juez, l mptde la in

tervenci 6n de nuevos postores, El postor además de exhibir el bi— 

llete de dep6sito debe presentir una promoci6n haciendo postura, es

decir, manffestando su voluntad de intervenir en la almoneda y --- 

ofreciendo una cantidad por los bienes en remate, 

ARTICULO 580.- " Calificadas de buenas las posturas, el juez las -- 

leerá en alta voz por si mismo o mandará darles lectura por la se- 

cretaria, para que los postores presentes puedan mejorarlas. Si -- 

hay varias posturas legales, el juez decidirá cuál sea la preferen

te. 

Hecha la declaración de la postura considerada preferente, el juez

preguntará si alguno de los licitadores la mejora, En caso de que

alguno la mejore dentro de los cinco minutos que sigan a la pregun

ta, interrogará de nuevo si algún postor puja la mejora; y así su- 

ces vamente con respecto a las pujas que se hagan, En cualquier mo

mento en que, pasados cinco minutos de hecha la pregunta cOrrespon

diente, no se mejorare la última postura 0 D,uja declarará el tribu

nal fincado el remate en favor del postor que hubiere hecho aquélla", 

Dentro de] aspecto procesal el juez debe de examinar las posturas - 

presentadas por los licitadores, desechando las que no cubran la - 

postura legal y las que no Kubieren sido acompañadas de] certifica

do de dep6sito. 

Una postura legal en primera almoneda, es aquélla que cumple con - 

los requisitos que para tal efecto se estudi,aron en el art1culo 570

de] C6digo de Procedinitntos, Civiles para el Distrito Federal, 
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El juez tiene la obligaci6n de calificar la legalidad de las postu

ras y aquéllas que sean admftidas como buenas deben ser leldas en

voz alta para que los pQstores presentes la escuchen. 

Si hay varias posturas legales, el juez decidirá cuál es la prefe- 

rente. Para la calificaci6n iiidudablemente deberá tomar en cuenta - 

no s6lo la cantidad ofrecída, síno la forma de pago. Entre todas - 

las posturas presentadas y calificadas como legales, una debe ser - 

escogida: la que el juez considere como preferente y ésta sirve pa
ra que los licitadores puedan mejorarla a través de pujas sucesi— 

vas que deben realizarse dentro de los cinco minutos siguientes al

en que el último licitador haya hecho la oferta. Cuando transcurran

los cinco minutos de que el juez pregunte si algún postor puja la - 

mejora, y no se mejore la postura o puja, el juez declarará finca- 

do el remate en favor de] postor que hubiere hecho la última postu

ra y mandará otorgar al ejecutado la escritura de adjudicaci6n en - 

los términos de la postura. 

ARTICULO 581.- " Al declarar fincado el remate mandará el juez que - 

dentro de los tres dTas siguientes se otorgue a favor de] compra— 

dor la escritura de adjudicaci6n correspondiente en los términos - 

de su postura y que se le entreguen los bienes rematados". 

En este articulo, se prevé la consecuencia legal a que da origen

el fincamiento del remate; una vez fincado el remate mandará el

juez, dentro de los tres dias siguientes, se otorgue a favor de] 

comprador la escritura o adjudícaci6n correspondiente; asimismo, 

que se le haga entrega de los bienes al comprador. 

ARTICULO 582.- " No habiendo postor quedará al a , rbitri,o del ejecu— 

tante pedir en el momento de la diligencía que se le adjudiquen - 

los bienes por las dos tercera's partes de] precio que si,rM de ba

se para el remate o que se saquen de nuevo a pública subasta con - 
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rebaja del veinte por ciento de 11 tA!¡ación., 

Esta segunda subasta se anunciará y celebrará en i'gual forma que - 
la anterior." 

El primer párrafo de] presente artTculo se refíere al caso dado de

que, al momento de realtzarse el remate, a éste no asistan posto— 

res, y únicamente se encuentren al ejecutante quien está en su de- 
recho, dada la situacil,ón, de pedirle a el juez se le adjudi'quen -- 

los bienes en las dos terceras partes de] precio de la tasaciMn-, o

solicita se realice una segunda subasta la cual se llevará a cabo - 

conforme a lo establecido para la primera, Luego entonces podemos - 

decir que la segunda almoneda se verifi,ca cuando el ejecutante op- 

ta por este procedimiento, y la única diferencia que exiSte entre - 
la segunda y la primera almoneda es la rebaja de] 20 % de la tasa- 

ci6n, anunciándose y celebrándose ambas de igual forma. 

A la disposición de este artIculo debe de dársele una correcta in- 
terpretaci6n, pues los avalúos existentes en autos quedan firmes y

ya no hay necesidad de pedir nuevos certificados de gravámenes. 

Si entre la primera y segunda almoneda algún acreedor embarga los

bienes que se van a rematar en segunda almoneda, será 61 quien --- 

acredite su derecho ante el juez rematante y su omisión le causará

perjuicio pero no invalidará la subasta, Sín embargo, en la prácti

ca los jueces piden certífi.cado de gravámenes complementarlos que - 

puede obtener el ejecutante ya sin necesidad de orden Judici'al. 

Al dismi-nuir la tasación de los bienes, consecuentemente las postu

ras legales igualmente tienen como base una cantidad disminuTda en
un 20 % y la postura legal seguirá siendo la que cubra las dos ter
ceras partes del avalúo rebajado. 
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ARTICULO 583.- " Si en ella tampoco hubiera li,citadores, el actor po

drá pedir o la adjudi'cacídn por las dos tercias partes de] precto

que si,rvi'6 de base parl la. 5.egunda subasta, o que se le entreguen

en administración los bíenes para aplicar SUS productos al paqo de

los intereses y extinción de] capital y de las costas", 

Aqui se hace referencia clara al caso de que en la segunda subasta - 

tampoco existen licitadores; nos regula las acctones con que cuenta

el ejecutante y podemos ver nuevamente que puede pedi'r la adjudica- 

ci6n de los bienes y adquiera como nuevo derecho el poder solicitar

los bienes para su administraci 6n para que con el producto de los - 

mismos se hagan los pagos necesarios. 

Cuando el acreedor, conforme a lo dispuesto por este art culo, se

decide por la administración de la finca embarnada, observará las

reglas establecidas por el art culo 596 de] Código de Procediníen— 

tos Civiles para el Distrito Federal. 

La administración de los bienes es considerada como justa, pues be- 

neficia al deudor y al acreedor. Al deudor se le beneficia porque

tiene el tiempo que quiera tomarse para gestionar con ventaja la

venta de sus bienes y pagar al acreedor, o para i'ntentar y mejorar - 

su fortuna conservando en todo caso la propiedad de los bienes. 

Respecto al acreedor que teniendo el medio legal de hacerse dueño - 

de los bienes por su adjudicación en , Daao, opta por la administra— 

ci6n que ha de traerle trabajo y responsabilidad, es de presumírse- 

que no lo haga sino por consideraciones personales a su deudor. 

En nuestra legislación cuando se opta por la administración, y hace

falta el acuerdo o se rompe la armonia, el acreedor puede volver a

pedir que se saquen los bienes de nuevo a pública subasta, por el - 

precio que salió en la segunda almoneda, si no hubiere postor, que
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se adjudi.quen los bienes por las dos terceras partes de este valor- 

en lo que sea necesario, deducie-ndo el benefil'Ci'Q que hubiere obteni

do con la admini'stracj n, 

A la entrega de los bienes en administraci6n para que el acreedor - 

se cobre con los productos o renta se llamaba adjudicación pretoria, 

La Ley de Bases de 21 de junio de 1880, suprimió en Espa a la reta- 

sa de los bienes embargados, que daba lugar a tantas delactones y

gastos, substituyendola con la rebaja de] 25 % de la primera tasa— 

ci6n para la segunda subasta. 

Despues, la Ley de Enjuiciamiento de 1881, en su art1culo 1505, es- 

tableci6 que si, tampoco en la segunda subasta hubieren lícitadores, 

el actor podia pedir o la adjudicación de los bienes por las dos -- 

terceras partes del precio que hubiere servido de base para la se— 

gunda subasta, o que le entreguen en administración, para aplicar - 

sus productos al pago de los intereses y extinci8n del capital. 

ARTICULO 584.- Mo conviniendo a el ejecutante ninguno de los medios

expresados en el articulo que precede, podrá pedir que se celebre - 

una tercera subasta sin sujeción a tipo. 

En este caso, si hubiere postor que ofrezca las dos tercias partes - 

de] precio que sirvió de base para la segunda subasta y que acepte - 

las condiciones de la mi,sma, se fincará el remate sin más trámite - 

en el. 

Si- no llegase a dichas dos tercias partes, con suspensión del finca

miento de] remate, se hará saber el precio ofrecido al deudor, el

cual dentro de los veinte dTas siguientes podrá pagar al acreedor

librando los bienes o presentar persona que mejore la postura. 
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Transcurridos los veinte dTas sin que el deudor haya pagado ni tral

do mejor postor, se aprobará el remate mandando llevar a efecto la

Venta. 

Los postores a que se refiere este articulo cumpli,rán con el requi- 

sito previo de] depósito a que se refi ere el artTculo 574". 

Se estipula claramente que ha de hacerse saber al ejecutado el pre- 

cio ofrecido en la tercera subasta, cuando no llegue a las dos ter- 

ceras partes que sirvieron de base en la segunda, y si le conviene, 

puede evitar que se vendan los bienes con esa depreciación, ya sea - 

pagando al acreedor, o bien presentando persona que mejore la postu

ra. 

Si el deudor no paga ni presenta persona que mejore la postura, --- 

transcurridos veinte días que para ese fin se conceden, por equidad

a instancia de] acreedor se aprobará el remate cualquiera que sea - 

el precio que se hubiere ofrecido por lo§ bienes. No hay, en tal ca

so, otro medio de cumplir la sentencia de] remate, cuando no convie

ne al acreedor la adjudicaci6n en pago ni la administración de los - 

bienes para cobrar sus productos. 

ARTICULO 585.- " Cuando dentro de] término expresado en el artículo - 

anterior se mejore la postura, el juez man,dará abrir nueva ]¡ cita-- 

ci6n entre los dos postores, citándose dentro del tercer dia para - 

que en su presencia hagan Tas pui,as, y adjudicará la finca al que - 

hiciere la proposición más ventajosa. 

Si el primer postor, en vista de la mejora hecha por el segundo, ma

nifestare que renuncia a sus derechos, o no se presentare a la lici

tación, se fincará en favor de] segundo. Lo mismo se hará con el -- 

primero, si el segundo no se presenta a la licitación". 
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En e.] C8digo Civil para el Di.strito Federal de 1884 se establecia

el siguiente procedim¡ ento:. si` en la segunda almoneda no hubiere

postura legal, se citará otra con térmtno improrrogable de siete

dias, y en ella se tendrá por precio el primttivo del avalúo, con

deducción de un 10 % , St en ! a segunda almoneda no hubiere postor, 

se citarán con el término de siete dlas la tercera y las demás que - 

fueren necesarias hasta realizarse el remate, En cada una de las al

monedas se deducirá un 10 % de] precío que en la anteri,or haya ser- 

vido de base. 

Estas eran las retasas cuya supresión se hizo por la citada ley de
bases, misma que también introdujo la tercera almoneda sin sujeción

a tipo, dada la necesidad de hacer el pago al acreedor. 
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ARTICULO 586.- " Si en la tercera subasta se hiciere Dostura adnisi-- 

ble en cuanto al precio, pero ofreciendo pagar a plazos o alterando - 

alguna otra condici,6n, se har$ saber al acreedor, el cual podrá pe— 

dir en los nueve d1›as siguientes la adjudicaci,6n de los bienes en -- 

las dos tercias partes de! precío de la segunda subasta; y si no ha

ce uso de este derecho, se aprobará el remate en los términos ofreci

dos por el postor". 

Al llegar a la tercera subasta se pueden presentar dos alternativas - 

en cuanto a la forma de pago por parte de] postor interesado, esto - 

en caso de que le convenga al acreedor el cual tiene un plazo de nue

ve dlas para pedir la adjudicación de los bíenes; de no hacerlo se - 

aceptará la propuesta ofrecída por el postor, Al observar esta dispo

sici6n nos damos cuenta que es comp1tcado y nada favorable al deudor
siendo todas las ventajas para el acreedor. Otra desventaja es que

en un momento determinado se puede paralizar el proceso y esto se

presentarla si al acreedor no le conviene adjudicarse el bien sacado

al remate y tampoco hay postores, no obstante que no haya sujeción a

tipo. 

Dentro de nuestra legislación se hace caso omiso respecto a la solu- 

ci6n, literalmente parece que si no hay postor en esta tercera almo- 

neda, se forma un nudo que paraliza el procedimiento, pues el acree- 

dor dejó pasar la oportunidad de pedir la administración de los bie- 

nes; que sólo puede solicitar antes de la tercera almoneda; no puede

pedir la adjudicación porque los supuestos de los tres articulos son

siempre la exístencia de un postor y nunca su ausencia absoluta y s6
lo cuando se presenta ese postor, el acreedor readquiere la facultad

de pedir la adjudicación en las dos terceras partes del precio de la

segunda subasta. 

No se puede admitir una paralización de este tipo, perjudicial tanto

para el acreedor como para el mismo deudor que indefinidamente ya a
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tener sus bienes en estado de manos muertas si, carece de bienes para

liberarlos; ante la falta de una disposición e_xpresa algunos jueces, 

sin que exista disposicion que se los autoríce, se permiten recurrir

a una cuarta: quinta: sexta almoneda hasta encontrar postor y todas - 
sin sujeción a tipo. OtrQs jueces admiten al ejecutante como postor, 

en las mismas condi,ci,ones que un postor extraño, pero conservando

sus derechos de acreedor ejecutante. Esta prácti , 'ca ¡ Impera oues la

ley no dice nada sobre una posible cuarta o posteriores almonedas an

te la situación ínsoluble que la aplicación estricta de la ley pre— 
sentarla, cabe resolver e.n alguna forma, pues no creemos que pueda

revivirse la adjudicación necesaria por virtud de la cual el juez

obligaba al acreedor a- reci,bir en pago los bienes cuando no habla

postores. 

ARTICULO 587.- " Cualquier liquidaci6n que tenga que hacerse de los - 

gravámenes que afectan a los inmuebles vendi,dos, gastos de la ejecu- 

ci6n y demás, se regularán por el juez con un escrito de cada parte - 

y resolución dentro del tercer d! a". 

Este articulo no requiere mayor comentario toda vez que es claro tan

to en su redacción como en la substancia; nos regula la forma en que

han de sufragarse los gastos que se realicen con motivo de la ejecu- 

ción del remate. 

ARTICULO 588.- " Aprobado el remate, al mandar el juez el otorgamien- 

to de las escrituras de adjudicación y la entrega de los bienes, se

prevendrá al comprador que consigne, ya sea ante el propio juez o an

te el notario que va a autorizar la escri,tura respectíva, el precio - 

de] remate, 

Si el comprador no consignare el precio en el plazo que el juez seña

le, o por su culpa dejare de tener efecto la venta, se procederá a - 

nueva subasta como si no se Kubiere celebrado, perdiendo el postor - 
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el depósito a que se refilere el artículo 574, que se aplicará por vía

de indemnización, por partes iguales, al ejecutante y eje.cutado". 

En el articulo 1513 de la Ley de Enjuiciami,ento Español se dice: " Si

el comprador no consignare el precio en el plazo señalado o por su - 

culpa dejare de tener efecto la venta, se procederá a una nueva su— 

basta en quiebra". ( 16) 

La idea de la palabra qui , ebra que usa el legislador español, teórica

mente puede aprovecharse, pues la falta del cumpliTii.ento por parte - 

del licitador puede tener lugar en cualquiera de las almonedas, En - 

tales condiciones, debe repetirse aquélla que hubiere quebrado suje- 

tándose en todo a las disposiciones procesales que le rilgTeron. 

La sanción consiguiente al postor varia en las dos legislaciones: en

la española, el postor es responsable de la dismi,nución en el precio

y de las costas; en la mexicana, más práctica, se aplica el importe - 

de] depósito, por vía de i.ndemnilzacion en partes ¡' guales al ejecutan

te y al ejecutado. 

ARTICULO 589.- " Consignado el precio, se hará saber al deudor que den

tro de] tercer día otorgue la escritura de venta A favor del compra- 

dor, apercibido que de no hacerlo, el juez lo hará en su rebeldía ha

ciéndolo constar as!". 

En la legislación española, antes de procederse al avalúo de los bie

nes embargados se pi,de al registrador de la propiedad la certifica— 

ción de los gravámenes que afecten a los bienes y se ordena requerír

al deudor para que dentro de s,ei1s dlas presente en la escribanla los

títulos de propiedad de. las fincas, 

En este aspecto nuestra legislacil6n adolece de una di,sposici6n simi- 

16) Becerra Bautista José. 
El Proceso Civil en México", 

Editorial Porrúa, Sa. Edición. México 1975. 
Página 362. 
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lar a la española, porque resulta que el juez puede, te6ricamente, re

matar bienes cuyos antecedente% de propiedad sean defectuosos o re- 

matarlos sin el conocimiento de servidumbres que puedan pesar sobre

ellos. En este sentido, la legislación española es más previsora, - 

pues incluso cuando el juez otorgue la escritura de venta en rebel- 

día, ordena que se entreguen al comprador los tftulos de propiedad - 

y se pongan a su disposición los bienes, dándole a conocer como due

ño a las personas que el mismo comprador designe. 

Una vez liquidado el precio, producto de] remate, el deudor tiene - 

obligación de otorgar la escritura en favor del comprador; en caso - 

de no querer hacerlo alegando estar imposibilitado o efecti,vamente- 

no contar con los títulos correspondientes, es facultad jurisdiccio

nal hacerlo en su rebeldía. 

ARTICULO 590.- " Otorgada la escritura, se darán al comprador los ti

tulos de propiedad, apremi,ando en su caso al deudor para que los en

tregue, y se pondrán los bienes a disposición de] mismo comprador, - 

dándose para ello las órdenes necesa-rias, aún las de desocupación de

fincas habitadas por el deudor o terceros que no tuvieren contrato - 

para acreditar el uso en los términos que fija el Código Civil para

el Distrito Federal. Se le dará a conocer como dueño a las personas

que él mismo designe". 

Esta disposición obedece a la necesidad de impedir que el rematante, 

cuando le interese eludir su compromiso, pidiera la nulidad de] re- 

mate fundándose en la deficiencia de los títulos de propiedad; pri- 

meramente el juez solicita al deudor presente los títulos de propie

dad; de no hacerlo, se subsana esta deficiencia, ya que puede el -- 

juez suplirlos con certificación de los que respecto a ellos resul- 

te en el Registro Público de la Propiedad y con testímonio, en su - 

caso de la escritura correspondiente. 
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Con estos elementos, se prevé que el rematante no quiera cunplir su - 

compromiso; y esto se evita facultando ampliamente al juez, incluso - 

para poner los bienes i disposici6n y aún mas ordenando la desocupa- 

ción de las fincas, ya sea el deudor o terceros salvo que estos últi

mos acrediten legalmente que tienen un contrato que ampare su estan- 

cia en la finca. Esta entrega de titulos resulta i,ncomprensible en

nuestra legislaci'6n que para nada las habTa mencionado, es decir, 

nunca se exige antes de] remate. 

Las diligencia que se efectúen para la entrega de las cosas, en con- 

secuencia, son procedimientos de ejecución de sentencia y el adquiren

te puede dirigirse al juez en su calidad de interesado. Para una mejor

comprensión es necesaria la lectura de] art culo 525 de] Código de - 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal que nos dice en su - 

primera parte: " Cuando en virtud de la sentencia o de la determina— 

ci6n del juez debe entregarse alquna cosa inmueble, se procederá in- 

niediatamente a poner en posesión de la misma al actor o a la persona

en quien se finc6 el remate aprobado, practicando a este fin todas - 

las diligencias conducentes que solicite el interesado". 

ARTICULO 591.- " Con el precio se pagará al acreedor hasta donde al— 

cance, y si hubiere costas pendientes que liquidar se mantendrá en - 

depósito la cantidad que se estime bastante para cubrirlas hasta que

sean aprobadas las que faltaren de pagarse; pero si el ejecutante no

formula su liquidación dentro de los ocho dias de hecho el depósito, 

perderá el derecho de reclamarlas. 

El reembargo produce su efecto en lo que resulte ITquido de] precio - 

del remate despues de pagarse al primer embargante, salvo el caso de

preferencia de derechos. El reembargante para obtener el remate, en

caso de que 6ste no se haya verificado, puede obligar al primer eje- 

cutante a que continúe su acción", 



68. 

El acreedor tiene un derecKo a partir del momento en que el postor - 

entrega el di,nero, que se le pague el importe de su crédi.to, que de- 

be comprender suerte prilnci,pill, intereses, gastos y costas ya liqui- 

dadas, quedando pendi,entes sólo las costas no liqui dadas; deben cu— 

brirse tambien los gasto! de ejecución. 

El mismo derecho tendrá cuando se le adjudiquen los bienes y estos - 

basten para cubrir esas prestaciones. 

En el caso de que el acreedor tenga varios juieÍos con sentencia eje

cutoria, si puede hacer valer los créditos respectivos ante el juez- 

rematante; este juez rematante, para poder tener en cuenta esos cré- 

ditos, debe proceder conforme a lo dispuesto en el artículo 587 del - 

Código de Procedirnilentos Civiles para el Distrito Federal, que orde- 

na que cualquier liquidación que tenga que hacerse de los gravámenes

que afecten a los inmuebles vendidos debe de regularse en forma inci

dental. Sin este requisito procesal el juez violarb derechos de ter

ceros al repartir porsi y ante si, el producto de] remate en un solo

acreedor, sin oír a los demas. 

Consecuencia de lo anterior es que el reembargante debe de promover - 

el incidente a que se refiere el articulo 587, para adquirir el dere

cho a ser pagado con los remanentes, 

En la segunda parte del articulo 591, se faculta al reembargante a - 

obligar al primer embargante a continuar su acción, pero no lo priva

de su derecho de proseguir el juicio en el que 61 reembarg6 hasta ob

tener sentencia ejecutoria., 

La única restricci6n sera la preferencia en el pago de los créditos - 

garantizados por los embargos anteriores, en cuyo caso se tendría que

pagar primero a los acreedores que aparecieron en primer lugar en el

certificado expedido por el registro. 
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La corte ha dicho que la prelación de los embargos que establece el

Códiqo de Procedimientos Civiles para el Distri,to Federal, es una - 

preferencia que debe considerarse como una tercera causa de prefe— 

renci.a al lado de las garantTas y de los privi,legios con caracteris
ticas especiales. 

Por tanto, el reembargante puede proseguir su propio juicio hasta - 

el remate, pero quedará obligado el juez a citar a los acreedores - 

que aparezcan en el certificado de gravámenes para los efectos de] - 

pago preferente, según las reglas que se derivan del registro corres

pondiente en forma análoga a como el código regula la distribución - 

del precio cuando la ejecución se despacha a petición de un segundo

acreedor hipotecario. 

Lo único que no podrá hacer el reenbargante es nombrar depositario - 

judicial de los bienes embargados, si existe otra persona nombrada - 

en el primer juicio en que se practicó el embargo. 

Finalmente, si el embargante lo prefiere y esto es potestativo, pue

de comparecer al juicio en que se lleva a cabo el remate y estar a

las resultas del alcance respectivo. 

ARTICULO 592.- " Si la ejecución se hubiere despachado a instancias - 

de un segundo acreedor hipotecario o de otro hipotecario de ulterior

grado, el importe de los créditos hipotecarios preferentes de que - 

responda la finca rematada, se consignará ante el juzgado correspon

diente y el resto se entregará sin dilación al ejecutante si noto— 

riamente fuera inferior a su crédito o lo cubriere. 

Si excediere, se le entregarán capital e intereses y las costas li— 

quidadas. El renanente quedará a disposición de] deudor, a no ser -- 

que se hubiere retenido judicialmente para el pago de otras deudas". 
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En el articulo que nos ocupi, se prevé el heclio de que la ejecución - 

se hubiere despachado a instancias de un segundo acreedor hipoteca— 

rio o de otros' de ulterior grado; cuando se presenta tal sÍtuaci6n - 

nos señala que el importe de los créditos preferentes se consígnarán

ante el juzgado correspondiente yel resto se entregará sin dilación

al ejecutante, 

Lo anterior es posible, según el numeral 592, stempre y cuando el - 

crédito sea inferior o igual, s el crédito excede ¡ gualmente se le - 

entregarán capital, intereses y costas 11'quidas, 

El remanente, si lo h,ubiere, quedará a disposición de] deudor a no - 

ser que estuviere retenido Judicialmente para el pago de otras deudas. 

ARTICULO 593.- " El acreedor que se adjudique la cosa reconocerá a -- 

los demás hipotecarios sus créditos para pagarlos al vencimiento de

sus escrituras y entregará al deudor al contado lo que resulte libre

de] precio, despues de hecho el pago". 

Se contempla el caso en el, que el acreedor considera conveniente adju

dicarse los bienes sujetos al remate; y si, . es de esta manera el acree

dor tiene la obligación, cuando su crédito sea menor, de entregar al

deudor y de contado lo que resulte libre del precio, de otra manera - 

el deudor sufriría una dismi.nución en su patrimonio. 

ARTICULO 594.- " Cuando se Kubiere seguido la via de apremio en virtud

de títulos al portador con hipoteca inscrita sobre la finca vendida, - 

si existieren otros títulos con igual derecho, se prorrateará entre - 

todos el valor líquido de la venta, entregando al ejecutante l*i que - 

le corresponda y deposi,tándose la parte correspondiente a los demás - 
títulos hasta su cancelaci,6n". 

En caso de que se presenten varios títulos al portador con hipoteca - 
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sobre la finca vendida, existiendo otros tftulos con igual derecho - 

y una vez escogida la via de ipremio se prorrateará, se repirtirá— 

entre todos el valor 15qui,do de la venta, entregándose al ejecutan- 

te su parte que le corresponde y se deposíta la parte que correspon
de a los demás créditos [ vasta su cancelación. 

ARTICULO 595.- " En los casos, a que se refieren los articulos 592 y

594 se cancelarán las ¡ ns.cri,pciones de las hipotecas a que estuvie- 

re afecta la finca vendida, expidiéndose para ello, mandamiento en

el que se exprese que el importe de la venta no fue sufilciente para

cubrir el crédito del ejecutante, y en su caso, haberse consignado - 

el importe del crédito acreedor preferente o el sobrante, si lo hu- 

biere, a disposi,ci6n de los intere%ados. 

En el caso del artículo 593, si el precio de la venta fuere insufi- 

ciente para pagar las hípotecas anteriores y las posteriores, sólo - 

se cancelarán éstas conforme a lo prevenido en la primera parte de - 

este artículo". 

Se hace alusión en este numeral a lo previsto en los artículos 592- 

y 594 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
señalándonos que en los casos previstos en los artículos referidos, 

se cancelarán las inscripciones de las hipotecas. 

El párrafo segundo se refiere al caso seialado en el artículo 593 - 

de] mismo ordenamiento, y nos. habla de que, cuando el precio de la - 
venta resulta insuficiente para pagar hipotecas anteriores y poste- 

riores, sólo se cancelarán conforme a lo dispuesto por la primera - 

parte de] artículo en estudio. 

ARTICULO 596.- " Cuando conforme a lo prevenido en el articulo 583 - 

el acreedor hubiere optado por la administración de las fincas em— 

bargadas, se observarán las siguientes reglas: 
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Il- El juez mandará que. se le haga entrega de ellas bajo el correspon- 

diente inventario y que se le dé a reconocer a las personas que el mis

mo acreedor designe. 

II.- El acreedor y eÍ deudor podrán establecer por acuerdos particu- 

lares las condiciones y términos de la idmi.nistrQci6n, forma y época

de rendir a las cuentas, Sí asT no lo hici,eren, se entenderá que las

fincas han de ser admini5tradas según la cQstumbre de] lugar, debien

do el acreedor rendir cuentas cada seis meses; 

III.- Si las fincas, fueren rústicas podrá el deudor interveniT las -- 

operaciones de la recolección; 

IV.- La rendición de cuentas y las diferencilas que de ellas jurgieren
se substanciarán sumariamente; 

V.- Cuando el ejecutante se haya hechQ pago de sus crédiltos, intere— 

ses y costas con el producto de las fincas, volverán éstas a poder -- 

de] ejecutado; 

VI.- El acreedor podrá cesar en la administración de 11 finca cuando - 

lo crea conveniente y pedir se saque de nuevo a la pública subasta por
el precio que salió a segunda almoneda, y si no hubiere postor, que se

le adjudique por las dos terceras partes de ese valor en lo que sea ne

cesarlo para completar el pago, deduciendo lo que hubiere percibido a

cuenta. 

El articulo 583 establece el caso en el que el acreedor ejecutante para

cubrir su crédito, tome en administración el bien que está sujeto a re

mate¡ para regular esta administración el pre.sente articulo en sus --- 

seis fracciones establece las reglas que tienen que observarse en el - 

caso de que se presente la administración, y éstas son brevemente ex— 
plicadas de la manera siguiente: 
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Al hacerse entrega de] bien se hará de igual manera un i.nventario, 

asT como se dará a conocer a la persona designada por el acreedor; 

esta primera fracción tiene como finalidad conocer realmente el bien

asT como sus accesorios para que una vez que se haya alcanzado a cu - 

by -ir el crédito, los mismos regresen completos al deudor y éste no - 

sufra menoscabo en su patrimonio. 

la segunda fracción da libertad de acción al acreedor y deudor para - 

que lleguen a un acuerdo particular en relación a las condiciones y

términos de la administración. En el caso de que no pueda darse este

acuerdo se subsana esta deficiencia remitiéndonos a la costumbre del

lugar. 

La tercera señala que tratándose de fincas rústicas podrá el deudor - 

partícipar en la recolección. 

La cuarta señala que la rendición de las cuentas así como sus dife— 

rencias deberán substanciarse sumariaménte. 

En la quinta se establece que una vez que el acreedor ejecutante se - 

haya hecho pago de sus créditos, intereses y costas los bienes regre- 

sarán nuevamente a el poder del ejecutado. 

En la sexta , Dara el caso de que el acreedor no quiera seguir en la ad

ministraci6n, tiene la facultad de poder pedir que se saquen los bie- 

nes de nuevo a púb.lica subasta por el precio que salió en la segunda - 

almoneda, así como conservar aún la facultad de adjudicación deducién

dose lo que hubiere percibido. 

ARTICULO 597.- " Si en el contrato se ha fijado el precio en que una - 

finca hipotecada haya de ser adjudicada al acreedor, sin haberse re- 

nunciado la subasta, el remate se hará teniéndose como postura legal - 

la que exceda de] precio señalado para la adjudicación y cubra con el

contado lo sentenciado. Si no hubiere postura legal, se llevará a efec
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to desde luego la adjudicación en el precio cQnvenido. 

Si en el contrato se PQ fijado precio a la fi,ncl hípotecada sin con- 

venio expreso sobre la adjudi,cAci6n al acreedor, no % e hará nuevo -- 

avalúo y el precio señalado será el que sirva de base parA el remate", 

En este numeral se hace referencia al caso preciso en el que habiendo

un contrato, en éste se hubi.era fijado un precio por la fi.nca hipote- 

cada que ha de ser adjudicada al acreedor sin haberse renunciado la - 

subasta, la postura legal será aquella que exceda al prec o señalado - 

para la adjudicaci6n y cubra con el contado lo sentenci,ado. Se prevé- 

tambien el caso en que no hubiere postura legal, siendo asT, la adju- 

dicaci6n se lleva a cabo e.n el precio convenido. 

En su segundo párrafo señala el caso en el que se haya fijado precio - 

a la finca hipotecada, si,n convenio expreso para la adjudicaci6n, no

procederá a hacerse nuevo avalúo y el precio que se haya señalado se- 
rá el que sirva de base para el remate, 

ARTICULO 598.- " Cuando los bienes cuyo remate se haya decretado fue— 

ran muebles se observará lo siguiente: 

I.- Se efectuará su venta siempre de contado, por medio de corredor o

casa de comercio que expendan objetos o mercancías similares, hacién- 

dole saber para la busca de compradores, el precio fíjado por peritos

o por convenio de las partes; 

II.- Si pasados diez días. de puestos a la venta no se hubiere logra- 

do ésta, el tribunal ordenará una rebaja del di.ez por ciento del va— 

lor fijado primitivamente, y conforme a ella comunicará al corredor o

casa de comercio el nuevo precio de venta y asT sucesi.,vamente cada -- 

diez días hasta obtener la realizaci6n; 
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111.- Efectucida la venta, el corredor o casa de c9merciq entregará los

bienes al comprador, otorgándos:ele 11 factura corre!¡pondiente, que fir

mará el ejecutado o el tri.bunil en su rebeldta-, 

IV.- Despues de ordenada li venta puede el ejecutante pedir la adjudi

caci6n de los bienes, por el precio que tuVieren señalado al tiempo de
su petición, eligiendo los que basten para cubrir s_u crédito, según - 

lo sentenciado; 

V.- Los gastos de corretaje o comi.si6n serán de cuenta de! deudor y se

deducirán preferentemente del precio de venta que se obtenga; 

VI.- En todo lo demás se estará a las disposici,ones de este cap tulo.-, 

Nos fija este numeral el procedimiento que debe de seguirse en el rema

te de bienes muebles que en la práctica se encomienda a los corredores

mas bien en lugar de las casas de comercio por la falta de interés que

éstas tienen de realizar actos de esa naturaleza., 
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CAPITULO QUINTO

EL REMATE EN El CODIGO PENAL PARA EL DISTRITO

FEDEISAL" 

La mayQr parte del presente trabajo se ha desti.nado al estudio de] 

remate enfocado primordialmente al derecho civil; pero es timbien- 

motivo para nuestro estudio ver c6mo es contemplado en materila pe- 

nal: nos damos cuenta que el C6di.'go Pena! lo ha reglamentado a tra

vés de su artículo 41 y en este numeral se contempla en forma gené

rica, únicamente estipula lo que debe de hacerse en caso de que de

terminados bienes se pongan a d sposicil6n de] ministerio público - 

y cuáles son las obligaciones de éste en relaci6n a los mismos. 

El artículo 41 de] actual C6digo Pena] se ha ido reformando con el

paso de] tiempo., 

A manera comparativa, antes de comentar el actual numeral que nos - 

rige, veremos las modificacione que el mismo ha experimentado. 

El C6digo Penal para el Distrito Federal y Territorios Federales

en 1939 regulaba lo relativo a los bienes puestos a disposici6n

de] ministerio público de la manera siguiente: 

ARTI,CULO 40.- " Los instrumentos del deli.to y cualquier otra cosa - 
con que se cometa o intente cometer, asl como los que sean objeto

de él se decomisarán si son de uso proftibi.do", 

Los objetos de u5o lícito se decomisarán a, l acusado solamente cuan

do fuese condenado, Si pertenecen a tercera persona, s6lo se deco- 

mi1sarán cuando hayi sido empleados con cQnocimi.ento de su dueño pl
ra fines delictuosos, 
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ARTI,CULO 41.- " Si los instrumentos o cosas de que habla la primera

parte del art culo anterior, sólo silr.ven para delinquír, se des--- 

trui,rán al ejecutar la sentencia irrevocable. 

Fuera de este caso se apli,carán al Ejecuti,yo, si le fueran útilles, 

en caso contrario, se venderán a personas que no tengan prohibi--- 

ci6n de usarlos y su precio se apli,,cará a la mejora material de -- 

las prisiones". 

En su primer párrafo el art1culo 40 hace alus.ión al hecho de que - 

los instrumentos del delito se decomisarán si. son de uso prohibi.do

y únicamente si su uso no está permitido, lo que nos lleva a dedu- 

cir que si un objeto no es de uso prohibido y ha sido utilizado pa

ra la comisión de alaún delilto, éste no tiene por qué ser decomisa

do. Esto nos parece una deficiencia de la ley, pero la misma fue - 

subsanada en el párrafo segundo cuando hace mención que los obje— 

tos de uso ITcito si se decomisarán al acusado, siempre y cuando - 

éste haya sido condenado. En su segunda parte el párrafo segundo - 

toma en cuenta el caso de que los bienes pertenezcan a terceras -- 

personas y los mismos igualmente se decomisarán cuando hayan sido

utilizados con el conocimiento de su dueño. 

En el Código Pena] para el Distrito Federal y Territorios Federales

de 1960, quedó legislado de la manera siguiente: 

ARTICULO 41.- " Todos aquellos objetos que se encuentran a disposi- 

ci6n de las autoridades judiciales de] orden penal, que no haya si

do o no puedan ser decomisados y que en un lapso mayor de tres años, 
no sean recogidos por quien tenga derecho a hacerlo en los casos - 

en que proceda su devolución, se decomisarán como bienes mostrencos

y se procederá a su venta en los términos de las di.sposiciones re- 

lativas del Código Civil para el Distrito y Territorios Federales, 

teniéndose al Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territo

rios Federales como denunciante para los efectos de la participa-- 
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ci.6n que concede el artículo 781 de] Código Civil, participaci,6n - 

que para di.cKa instituci,6n se aumenta en un 50 % y que se destina- 

rán al mejoramiento de la c dMini,straci.6n de justicia, 

El criterio de] legislador en 1960, el Código Pena] para el Distri

to y Territorios Federales varía, pues podemos observar que no se

habla de la licitud o ¡ licitud de los objetos, intrumento del deM

to, más aún no los contempla precisamente como objetos que hayan - 

sido utilizados en la comisión de algún hecho ¡ lícito, sino que su

criterio es más amplio y encuadra a todos aquellos objetos que se

encuentran a disposición de las autori,dades judiciales del orden - 

pena]; reitera que si no han sido decomisados, así como quien ten- 

ga derecho a ellos no los reclame en un lapso de tres años, los

mismos se decomisarán como bienes mostrencos procediéndose a su

venta y el producto deberá utilizarse para el mejoramiento de la
administración de justicia, 

El Código Penal para el Distrito Federal y Territorios Federales en

1971, legisla la misma situaci6n de la manera siguiente: 

ARTICULO 4l,- ( Destino de los instrumentos y objetos considerados - 

como mostrencos). " Todos aquellos objetos que se encuentren a dis- 

posici,6n de las autoridades investigadoras y de las autoridades ju

diciales de] orden pena], que no hayan sido y no puedan ser decomi

sados y que en un lapso mayor de tres años no sean recogidos por - 

quien tenga derecho para hacerlo, en los casos en que proceda su - 

devolución, se considerarán como bienes, mostrencos y se procederá - 

a su venta en los términos de las disposiciones relativas de] Códi

go Civil para, el Distrito y Territorios Federales, teniéndose al - 

Tribunal Superior de Justicial de] Di,strito y Terri.torios Federa— 

les como denunciante, para los efectos de la participación que con

cede i2l artículo 781 del propio Código Civil, participación que p.1
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ra dicha insti.tuci6n se aumenta A un 50 % y que se destinará al me

joramiento de la administraci6n de justicia, 

Cuando se trate de objetos que están a disposi.ci6n de autoridades - 

penales federales, estos se remitirán a la Secretaría del Patrimo- 

nio Nactonal para que proceda a su venta conforme a los términos y

procedimientos aplicables a la enajenaci.6n de bienes muebles de la

Federaci6n. Su producto, deduci,dos los, gastos que origine la venta, 

se entregará a la Secretaria de Gobernaci6n para el mejoramiento - 

de las instituciones federales destinadas al tratamiento de menores

infractores de las leyes penales", 

En el C6digo Penal de 1971, al artículo 41 se le amplia en un segun

do párrafo, mismo que nos señala que tratándose de objetos que es- 

tén a disposici6n de autoridades penales federales, estos son remi

tidos a la Secretaria de] Patrimonio Nacional para que ésta proce- 

da a su venta conforme a los términos y procedimientos previamente

establecidos y el producto de la misma se destinará al mejoramien- 
to de las instituciones federales destinadas al tratamiento de me- 

nores; esta última situaci6n es la que primordialmente se modifica, 

se puede deducir que el producto se seguirá aplicando al mejoramien

to de la administraci6n de justicia únicamente que en forma concre

ta a las instituciones federales encargadas del tratamiento de me- 

nores infractores, 

l,- ANALISIS DEL ARTICULO 41 DEL CODIGO PENAL PARA EL DISTRITO FE

DERAL, 

ARTICULO 4l,- " Los objetos o valores que se encuentren a disposi— 

ci6n de las autoridades investigadoras o de las judiciales, que no

hayan sido decomisados y que no sean recogidos por quien tenga de- 

recho a ellos, en un lapso de noventa dTas naturales, contados a - 

partir de la notificaci6n al interesado, se enajenarán en subasta
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pública y el producto de la yenta , se apli,carl a quien tenga derecho
a' recibirlo, Sí notifi.cado, no se presentan dentro de los seis me— 

ses síguientes a la fecha de la notificación, el producto de la ven

ta se destinará al mejorami,ento de la ldministraci,6n de justicia, - 

previas las deducciones de los gastos ocasionados. 

En el caso de bienes que se encuentran a disposición de la autori- 

dad, que no se deban destruir y que no se puedan conservar 0 sean

de costoso mantenimiento, se procederá a su venta inmediata en su- 

basta pública, y el producto se dejará a disposición de quien tenga
derecho al mismo por un lapso de seis mases a partir de la notifica

ción que se le haga, transcurrido el cual se aplicará al mejoramien

to de la administración de justicia". 

El interés que motivó el estudio de] presente articulo es que, como

podemos claramente interpretar, en el mismo se hace alusión a los - 

objetos o valores que se encuentran a disposición de autoridades in

vestigadoras o judiciales, manifestando que los mismos, previo re— 

quisitos de] procedimiento, se enajenarán en subasta pública. Esta - 

subasta, venta judicial o remate se tiene que llevar conforme al -- 

procedimiento para tal efecto establecido. Pero primeramente y pa- 

ra poder llegar al remate vemos que tienen que cubrirse requisitos - 

de ley entre los cuales están los siguientes: 

Primero, que los objetos no hayan sido decomisados. 

Segundo, que los mismos no hayan sido recogidos por quien tenga de- 

recho a ello. 

Para recoger estos objetos, el Código Penal da un término de. noven- 

ta dhs naturales que se cuentan desde el momento en que se notifi- 

ca al interesado, Si no son recogidos, se enajenarán en subasta pú- 

blica y el producto de la venta se destinará a quien tenga derecho - 
a recibirlo, 
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Ahora bien, el notificado tiene por su parte un plazo de seis meses

si,guientes a la notificaci6n para recoger el producto de la venta, - 

de no hacerlo, el mi%mo sedestinará para el mejoramiento de la ad- 

ministraci6n de justicia, 

Al igual que en el C6digo Civil, en el C6digo Penal se prevé la --- 

existencia de objetos que, se pongan a disposici6n de agencias inves

tigadoras, y que sean de fácil descompoiicidn, difTcil conservacion

o costoso mantenimiento; con los cuales se procederá a su venta in- 

mediata en subasta pública e igualmente el producto se dejará a dis

posici6n de quien tenga derecho a ello, esperándose un plazo de -- 

seis meses para que se recoja dicho producto, de no hacerlo, se apli

cará el mismo a la administraci6n de justicia. 

2,- LOS BIENES MOSTRENCOS CAPITULO IV DEL CODIGO CIVIL

Para efecto de dar un mayor panorama de lo que son para el C6digo - 

Civil los bienes mostrencos, primeramente hablaremos de las formas - 

que existen de adquirir el dominio de los bienes: 

Las formas que para tal efecto existen consisten en diversos actos - 

o hechos que dan lugar a su nacimiento o existencia, los que confi- 

guran los distintos modos de adquirir el derecho real sobre la cosa

propia por excelencia. 

Previamente es necesario dejar bien aclarado que es indispensable - 

distinguir entre el titulo que dio origen a la adquisici6n de] domi

nio y el modo de adquirirlo, pues el primero es el acto juridico -- 

que generalmente aparece como antecedente de] acto de adquisicion;- 

como puede ser un contrato de compraventa y la donaci6n; en tanto - 

que el segundo es el hecho que da nacimiento a la adquisici6n, como

es la tradici6n o la inscripci6n el registro inmobiliario. 
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En resumen, el titulo solamente confiere un derecho a la cosa, mien

tras que el modo, una vez cumplido, otorga el dominio sotire ella, 

En el Código Civil para el Distrito Federal, precisamente en el ar- 

tTculo 2524, se dispone que el dominio se adquiere: 

1'- Por la apropiación; 

2.- Por la especificación; 

3.- Por la accesión; 

4.- Por la tradición; 

5.- Por la percepción de frutos; 

6.- La sucesión de los derechos de] propietarío; 

7.- Por la prescripción. 

El art culo se limita a hacer una enumeración en la que agrupa dis- 

tintos modos de adquirir el dominio. 

Los diversos modos de adquirir el dominio han sido agrupados tenien

do en consideración diferentes aspectos referentes al origen de la - 

adquisición, a la amplitud de la misma y el interés que se hubiere - 

tenido. 

De esta manera, se han clasificado en originarios y derivados: 

Originarios.- Aquellos modos que hacen adquirir el dominio de una co

sa que hasta entonces carecia de dueño, como ocurre con la apropia- 

ci6n, la especificación, la accesión y la percepción de frutos, en

los que el mismo, se transmite siempre a toda plenitud sin cargas o

grayámenes que no sean los impuestos por la ley, 

Derivados,- Aquellos en los que existe un dominio anterior que se - 

transmite, pues el mismo pertenecia a otra persona distinta al que

ahora lo adquiere como sucede con la tradición, lo que da lugar a - 
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las limitaciones, cargas o gravámenes constituidos legalmente sobre

la cosa por el anterior propietarío, 

Los bienes mostrencos podemos verlos según los describe el C6digo - 

Civil en su capítulo IV cuarto, y en sus diversos artículos que a - 

la letra dicen: 

ARTICULO 774.- " Son bienes mostrencos los muebles abandonados y los

perdidos cuyo dueño se ignore". 

Las cosas abandonadas, llamadas " res, derelictaell en el derecho roma

no, pueden ser adquiridas por apropiaci6n y, en tal sentido, el C6 - 

digo nos da su concepto: regula igualmente el supuesto de que las - 

cosas abandonadas pueden ser adquiridas. Se entiende por cosas aban

donadas: " Aquéllas que son abandonadas Dor el dueño, aquéllas de cu

ya posesi6n se desprende materialmente con la mira de no continuar- 

en el dominio de ellas". ( 17) 

De lo anterior se desprende que deben existir dos elementos para que

la ley considere una cosa como abandonada: primero, un desprendimien

to material de la posesi6n de la cosa, por parte de] propietario y, 

segundo, que lo haga con la intenci6n y finalidad de no ser más due
ño de ella. 

Por otra parte, la ley determina cuales son los objetos que pueden - 
ser adquiridos por abandono: " el dinero y cualquier otro objeto vo- 

luntariamente abandonado por su dueño, para que se lo apropie el -- 

primer ocupante". ( 18) 

La norma jurídica destaca que las cosas muebles a que se refiere de

ben ser voluntariamente abandonadas, con la finalidad de que se apro

pie de ellas el primer ocupante, porque de haber sido involuntario - 

17) Peña Guzmán Luis Alberto. " Derecho Civil. Derechos Reales Tomo lI" 

Editorial Tipográfica, Argentina 1975. Página 118. 

18) Peña Guzmán Luis Alberto. 

Derecho Civil. Derechos REales. Tomo II" 

Editorial Tipográfica. Argentina 1975. 

Página 118. 
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el acto, no se configura el abAndono, si.no la pérdida de la cosa, 

También se puede presentar el caso de que el abandono no sea absolu

to, sino efectuado para que los bienes puedan ser recogidos por de- 

terminadas personas, 

Esto queda debidamente regulado en el Código Civil para el Distrito

Federal que estipula que cuando las cosas son abandonadas por sus - 

dueños., si fueren para cierta.s personas, esas personas tendrán dere

cho, únicamente ellas, para apropiárselas, 

Si otros las tomaren, el dueño que las abandonó tendrá derecho para

reivindicarlas o para exigir su valor.. 

Porcosa perdida se entiende aquella que, perteneciendo a alguna per

sona, no ha sido voluntariamente abandonada por su dueño, quien so- 

lo se ve privado de] corpus. 

Para casos de duda se prevé que se presume que la cosa no ha sido - 

abandonada por su dueño, sino que ha sido perdida. 

Es difícil determinar cuando un bien ha sido abandonado o perdido, - 

pero nuestro actual Código Civil para el Distrito Federal en el ar- 

ticulo de referencia, 774, encuadra tanto a los bienes abandonados7

como perdidos, con la denominaci6n de mostrencos, con la anotación - 

final de que sean de dueño desconocido, es decir, que se ignore; y

es en este último caso, cuando se da la posibilidad a través de] -- 

cumplimiento de ciertos requisitos, de enajenar la cosa en subasta - 

pública. 

En caso de que el propietario del bien mostrenco fuere conocido, no

se estará en el caso de enajenar el bien a través de la subasta, 
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ARTICULO 775.- ' V que hallare una cosa perdida o abandonada, deberá

entregarla dentro de tres dTas o la Autoridad municipal de] lugar o

a la m1s. cercana, si el h_allAzgo se verifi.ca en despoblado", 

En este arti.culo, queda adecuadamente establecida la primera obliga- 

ci6n de] hallAnte, partimos de] supuesto que el bien es de dueño des

conocido, porque de ser conocido obviamente la prinera obligaci6n - 

serTa el dar aviso Al dueño, Pero en el caso que nos ocupa, la prime

ra obligaci6n es dar aviso a la autori'dad munici,'pal o al minísterio- 

público en su caso dentro de los tres dTas siguientes, o a la autor¡ 

dad más cercana en caso de que e.] hallazgo se verificase en despobla

do, 

La norma obliga al hallante a recurrir a la autoridad, a quien debe - 

entregarle el bien para efectos de que, posteriormente, pueda apro— 

piárselo, 

ARTICULO 776,_ " La autoridad dispondrá desde luego que la cosa halla

da se tase por peritos, y la depositará, exigiendo formal y circuns- 

tanciado recibo". 

Podemos ver que una vez que el bien es puesto a disposici6n de la au

toridad, ésta tiene que cumplir con determ.inados requisitos para, -- 

posteriormente, poder proceder a la subasta. 

Primeramente, el o los bienes, deben ser tasados por peritos para que

Sea determinado el valor de los mismos, 

ARTICULO 777.- " Cualquiera que sea el valor de la cosa, se fijarán - 

avisos durante un mes, de diez en diez dlas, en los lugares públicos

de la cabecera de municipio, anunci,ándose que al vencimiento del pla

zo se rematará la cosa si no se presentore reclamante". 
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La segunda oblígacib de la autoridad es la relativa a la publicidad

que deberá de darse sobre los bi,,enesi y en este artTculo, se precisa

que deber¿ ser a través de avisos colocadoi en sitios públicos de -- 

diez efl dtez dTas durante un mes, haciéndose la anotaci-6n respectiva

en e¡ sentido de que al fina] de] plazo se procederá al remate, siemí

pre y cuando no aparezca reclamante alguno. 

ARTICULO 778.- " Si la cosa hallada fuere de las que no se pueden con

servar, la autoridad díspondr1 desde luego su venta y mandará a depo
sitar e.] preci , o. Lo mismo se hará cuando la conservación de la cosa - 

pueda ocasionar gastos que no estén en relAci.,ón con su valor". 

En caso de que la cosa hallada fuere perecedera o de una guarda muy

onerosa, si fuere corruptible, se debe proceder a la venta anticipa- 

da y el saldo de] dinero debe quedar depositado hasta que transcurra

el plazo señalado por el art culo 777, para el caso de que aparecie- 

se un reclamante. 

ARTICULO 779.- " Si durante el plazo designado se presentare alguna - 

reclamando la cosa, la autoridad muni,c pal remitirá todos los datos - 

de] caso al juez competente, según el valor de la cosa, ante quien - 

el reclamante probará su accil6n interviniendo como parte demandada - 

el ministerio público". 

La finalidad de las publicaciones es el hacer conocer a el interesa- 

do, dónde están depositadas las cosas extraviadas, y no es de extra- 

ñarse que apareciese el propiletario a reclamarlas; en caso de presen

tarse alguien, la autoridad que tomó conocimiento tendrá la obliga— 

ci6n de remitir todos los datos de] caso al juez competente, ante -- 

quien debe el reclamante probar su acci'6n y en caso de considerárse" 
le dueño de] bien, se le entregará la cosa, o su precio, después de - 

las deducctones relativas a los gastos. 
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ARTICULO 780.- " Si el recli ninte es declarado dueño, se le entregará

la cow o su precio, en el caso de] artTculo 778, con deducci,6n de - 

los gostos" r

Aquí se prevé la aparici1n de un reclamante de los bienes antes de - 

que se lleve a cabo la subasta, y como ya se coment8, el caso es re- 

miti,ldo al juez competente y es ante esta autoridad ante quien debe el

reclamante probar su acci6n.-y-en ci5Q de. considerársele dueño de] bien

se le entregarán los mismos con las deducciones respectivas. 

ARTICULO 781.- " Si el reclamante no es declarado dueño, o si pasado - 

el plazo de un mes contado desde ] A primera publicaci,6n de los avi— 

sos, nadie reclama la propiedad de la cosa, ésta se venderá dándose - 

una cuarta parte del precio al que la hall6 y destinándose las otras

tres cuartas partes al establecimiento de beneficiencia que designe - 

el gobierno, Los gastos se repartirán entre los adjudicatarios en -- 

proporci6n a la parte que recihanll, 

Aquí se contempla la situaci6n de llegar al remate de] bien, ya sea - 

por haber transcurrido el mes de plazo o porque el reclamante no hu- 

biere probado ser propietario del bien. El efecto principal de la su

basta es el de extinguir el domiiit.o que se tenla sobre la cosa que - 

se perdi6 y producir su adquisici6n por el mayor oferente del remate
libre de todo gravamen, y se determina la forma proporcional en que

deberá repartirse lo obtenido con la subasta e igualmente en forma - 

proporciona] se repartirán los gastos, 

ARTICULO 782,_ " Cuando por alguna círcunstancia especial fuere nece- 

saria, a juicio de la autoridad, la conservaci8n de la cosa, el que - 

1h,all6 ésta recibirá la cuarta pirte de] prec¡ o'. 

Cuando las necesidades as!, lo requieren, se procede a la venta de

los objetos, obviamente ya no hay necesidad de proceder al remate, 
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pero en este caso igualmente el que halló la cosa recibirá su cuarta

parte de] preciQ, 

ARTICULO 783.- " La venta se Kará siempre en almoneda pública". 

Llegamos a la necesidad de que se realice el remate y en este caso se

establece que será en subasta pública y conforme a las disposiciones

que para tal efecto se señalan en el Código Civil para el Distrito - 

Federal. 

ARTICULO 784.- " La ocupaci.6n de las embarcactones, de su carga y de - 
los objetos que el mar arroje a las playas o que se recojan en alta - 

mar, se rígen por el Código de Comercio". 

Finalmente, el Código Civil para el Distrito Federal nos remite al - 

Código de Comercio para el caso de ocupación de embarcaciones, de su

carga y los objetos que el mar arroje a las playas o que se recojan - 

en altamar. 

3.- AUTORIDADES INVOLUCRADASI

Cuando ante una agencia investigadora, ya sea de] fuero federal o de] 

fuero común, se pusieren a disposíción bienes que reúnan las caracte

risticas señaladas en el articulo 41 de] C6di,go Penal vigente; en lo

relativo a la subasta de los mismos, se procederá a través de un pro

cedimiento administrativo. 

Dentro de este procedimiento participan o se ven involucradas direc- 

tamente las siguientes autoridades: 

La Procuraduria General de la República y la Secretarla de Hacienda

y Crédito Público, cuando se trata de competencia federal; 

La Procuradurila General de Justicia de] Distrito Federal y la Teso
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rerTa de] Departamento de] Distrito Federal, tratándose de] fuero co

mún. La actily dad que éstas desarroll? n durante el procedim e.nto es

la síquilente, según acuerdo celebrado entre las dependencias señala- 

das, publicado en el Diario oficial de la Federación en fecha 31 de - 

enero de 1985; 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CRUITO PUBLrCO YZO TESORERIA DEL DEPARTA -- 

MENTO DEL DISTRITO FEDERAL; 

a) Rec b r2 en forma virtual o real los bienes que ponga a su dispo- 
sici6n la Procuraduria y extender recibo de los mismos cuando la en- 
trega sea real; 

b) Nombrar peritos valuadores, técnicos o profesionales, de preferen

cia especializados en el ramo de los bienes a valuar, para que fijen

el monto de la base del remate; 

c) Publicar convocatorias, en los téirminos que determine el Código - 

Fiscal de la Federación; 

d) Dar aviso a la Delegaci6n o representaci6n de la Contraloria In— 

terna de la celebración de la almoneda a efecto de que envien un re- 

presentante; 

e) Llevar a cabo el procedimiento administrotivo correspondiente a - 

la subasta públi ' ca o venta fuera de subasta conforme a las instruc— 

ciones contenidas en los puntos prúnero y segundo de este documento - 

y normas jurTdicas aplicables; 

f) Aplicar el importe de la enajenación a la cuenta de depósitos y - 

cuando proceda a la cuenta de aprovechamiento o, en su caso, efectuar

el pago al interesado; 

9) Informar a la Procuradurla General de la República, o de] Distrí- 

to si es el caso, que el importe de la enajenación se encuentra depl
sitado en la oficina correspondiente y, en su caso, la aplicación o

aproyechami,entos que haya efectuado; 

h) Proporcionar a las demás instituciones de la administración públi

ca, relacionadas con el procedimiento, los informes que soliciten, 
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PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA VO PROCURADURIA GENERAL DE JUS

TICIA DEL DISTRITO FEDERAL: 

al Determinar, conforme al primer pIrr1fo de] art culo 41 del C6dilgo

pena] para el Distrito Federal en materia común y para toda la repú- 
blica en fuero federal, los bienes que están a disposici6n de] minis

terio público no decomisAbles, que procede vender en subasta públi,ca; 

b) Poner a disposici6n de la Tesorerta de] Departamento de] Distrito

Federal o Secretaria de Haci)enda y Crédito Público, en forma real o

virtual, los bienes que vayan A ser objeto de remate acompañando los

antecedentes de] caso, 

c) Una vez realizada la subasta o venta de bienes, citar a la perso- 

na que tenga derecho al Producto de la venta st es conocida o en ca- 

so de no serlo dar aviso por estrados para que acuda quien tenga de

recho ; 

d) En caso de que se presente el interesado a reclamar el producto - 

de la venta, solicitar a la oficina correspondiente que entregue su - 

importe al beneficiario; 

e) Informar a la Secretaria de Programaci6n y Presupuesto que la Te- 

soreria o Secretaría de llacienda, tiene depositada la cantidad resul

tante de] remate o venta, a efecto de que la Secretaria de Programa- 

ci6n y Presupuesto registre el monto de las enajenaciones y, en su - 
oportunidad, determine la asignaci6n presupuesta] adicional que co— 

rrespondan a las ProcuradurTas, con moti'vo de las mencionadas enaje- 

naciones; 

f) Solicitar a la Secretaria de PrQgramaci6n y Presupuesto, una vez - 

transcurrido el plazo de seis meses a que se hace menci6n en el pri- 

mer párrafo de] artTeulo 41 de] C6digo Pena] para el Distrito Federal

en matería común y para toda la repúblíca en fuero federal la asigna
ción presupuesta] correspondiente derí'Yado de] remate o venta de los

bienes, acompañándole para tal efecto los informes y constancias de

la oficl'na recaudadora sobre la aplicaci6n de] producto de] remate o

venta al rengl6n de aprovechamientos; 
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9) Dar aviso a IA Secretarla de. la Contralorla General de la Federa

cOn, con el fin de que esta s.ecretArli registre el monto de las -- 

en4jenacilones llevadas a cabo, 

4,- ACUERDOS EXPEDIDOS, 

La motivaci6n que nos indujo i.l comentario de] artTculo 41 del C6di

go Penal para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la - 
República en Materia Federal es precisamente el que dentro de dicho

numera.] se establezca la situcición jurtdica que deberán conservar - 

los bienes que en un momento determinado 5vn puestos a disposici6n- 

de autoridades judiciales, 

Dentro de los acuerdos que fueron expedidos para la aplicaci6n de]- 

art1culo 41 pudimos encontrar los siguientes: 

Instructivo para la aplicaci6n de] art1culo 41 de] C6digo Penal - 

para el Distrito Federal en Materia de] Fuero Federal, que acuerdan

observar la SecretarTa de Hacienda y Crédito Público y la Procura- 
duria General de la República., Publj'cado en el Diario Oficial de - 

la FederaciOn, el 31 de enero de 19.85, 

Con la finalidod de dar cumplimiento, en el ámbito federal, a lo -- 

dispuesto en el primer párrafo del artTculo 41 de] C6digo Pena] pa- 

ra el Distrito Federal en materia del fuero común y para toda la re
pública en materia de] fuero federal, que fue promulgado el 30 de - 

dictembre de 1983 y publicado el 13 de enero de 1984, se plantea la

neces,5dad de instrumentar un procedimiento a seguir para la subasta, 

adjud caci6n de los bienes y aplicaci6n de] producto de] remate, en

raz6n de que el citado numera] establece que cuando se encuentren a

di.sposi.ci6n de las autoridades i nvest gadoras, que no se decomisen - 

y no sean recogidos por quien tenga derecho a ellos en un lapso de

noventa dlas a partir de la notificaci6n al fnteresado, se enajena- 
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r1n e.n subasta pública, aplicIndose el producto de la venta a quien

corresponda syse presenta en un plazo de seis meses, en caso contra

rio, d¡ cko producto se desti,narl al inejorami ento de la admi nistraci6n

de, la justi cta., y en cons5derAci,6n A que no extsten dtspostctones ad
mi,nl'strati vas que regulen en forma especIfica el procedimiento que - 

debe segutrse para los fines e_xpresados y en razon de la cooperaci-6n
técni,ca que están obligados a proporcionar las dependencias de admi- 

nistraci6n pública federal, con fundamento en lo dispuesto por los - 

art culos 41 del C6digo Pena] para el Dtstr to Federal en Materia de

Fuero Común yIpara toda la República en Materia de Fuero Federal: 25, 

31 fracc¡ 6n XVI; 32 fracci6n XIX y 32 bis fracci6n V de la Ley Orgá- 
nica, de la Administraci,6n Pública Federal. 176; 181; 182; 185 y 191

de] Código Fiscal de la FederaciMn; 4o. fracct6n II; 80. y 12 de la

Ley de la TesoreHA de la Federacidn; 11 fracci6n II del Reglamento- 

Inter5or de la SecretarTa de Hacie.nda y Crédito Públi,co; So. de la - 

Ley de Presupuesto, Contabi,lidad y Gasto Público Federal y 4o. frac- 

ci6n II y 10o. de la Ley Orgánil,ca de la Procuraduría General de la - 

República; la SecretarTa de Hacienda y Crédtto Público y la Procura- 
duria General de la República acuerdan observar el presente. 

El procedimiento a seguir para la enajenaci,6n en subasta pública de

bienes que se encuentren a d sposj'ci,6n de] mínisterío público fede— 

ral y que no hayan sido decomisa.doi,' es el sigui,'ente: 

A).- Una vez que la Procuradurla General de la República de conformi

dad con lo dispuesto en el art culo 41, primer párrafo de] C6digo Pe

nal para el Distrito Federal, determj'ne que procede la venta en subas

ta pública dejos bienes, los pondrá en forma real o virtual a disp l
sici6n de la Tesorer% de la Federacib, invariablemente a través de

la Ofici,na Federal de Haci,enda correspondi.ente, anexando los antece- 

dentes que justifilquen el acto, 

B).- En el caso de que no sea posible el traslado de los bienes la
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ProcurAdurta General de la República en el c) fici'Q en que ponga a dis

pol cl n aquellos, indicar$ a 11 Ofi,cina Federal de Hacienda que se - 

fije lugar para su avalúo y, e-xh, bici n a los interesados, el mismo - 

en el que se encuentren los oWetoi referidos, que estará dentro de - 

la jurisdicción de di.cha ofil,cina, señalando fÉorari'o para ello y la - 

persona responsable de su guarda, 

C).- Una vez que la Oficina Federal de Hacíenda reciba a su disposi- 

ci6n los btenes, procederá a nombrar peritos valuadores para fijar - 

la base de] remate. 

D).- La Ofícina Federal de Hacienda llevará a cabo el remate en la - 

forma y términos que al efecto señale el CMv90 Fiscal de la Federa- 
ci6n: en la convocatoria se describirán los bíenes, el precio base, - 

fecha, hora y lugar donde se verificará la subasta. 

E),- El d1a fijado para la subasta concurrirá un representante de la

Contralori â Interna de la Secretarla de Hacienda y Crédito Público. 

F).- Si se finca remate a favor de un postor y éste fíniquita el im- 

porte dentro de los tres dTas silgutentes a la subasta, los bienes se

entregar8n Al postor y el importe- se aplicará a la cuenta de depósi- 
tos diversos no especificados, previa deducción de los gastos ocasio

nados por honorarios de los peritoi valuadores, publicaci6n de convo

catorias, traslado de bienes y otros justifícables que determine la

ProcuradurTa General de la Repúbl1,ca, con base en las constancias -- 

que obren en el expediente relativo, 

G).- Si en el plazo de tres dTas el postor no entrega el iMporte to- 

tal de la cosa, perderá el depdsito ínicial como dispone el Código - 

Fiscal de la Federación, mysino que se aplicará a la cuenta de apro- 

vechamientos, y se fijará nueva fecha para la subasta, 



94. 

H,),- Cuando despues de dos almonedas no se finque remate por falta - 

de postores, los bilenes podrán venderie fuera de subasta pública por

la Ofi-cina FederAl de Hacienda con la intervenci6n de la delegaci6n- 

o representacib correspondiente de la Contralorta Interna de la Se- 

cretarTA de Hacienda y Crédito Público. Para tal efecto, propalará - 

la venta medi,Ante cédula que ftjará en loi estrados de la oficina. 

I),- En el caso del punto anterior, la venta se podrá realizar si se

presenta algún comprador que pague en efectivo sobre la base minima - 

de un 50 % de] precio de] avalúo del bíen correspondiente; en este - 

supuesto los bienes se entregarán al comprador y el importe se apli- 

cará a la cuenta de dep6sitol, previa deducci6n de los gastos. 

J).- Sí en el lapso de treinta dlas no se presenta comprador en las - 

condiciones del punto precedente, la ofi.cina recaudadora propalará - 

nuevamente la venta y podrá efectuarla a quien pague como minimo de

contado el 30. % del precio de] avalúo de las cosas, en cuyo caso se - 

entregarán al comprador y el importe se depositará en la cuenta de - 
dep6sitos, previa deducci6n de los gastos ocasionados. 

K).- Una vez hecha. la iplicAci6n a la cuenta de dep6sitos diversos, - 

la Oficina FederAl de Hacienda inmediatamente lo comunicará a la Ofi- 

cialla Mayor de la ProcurAdurTA General de la República con el fin de

que sean recogidos por quien tenga derecho a ellos, para lo cual la - 

Procuradurta General de la República citará a la persona, si es cono- 

cida, o le noti , ficará medi,.ante cédula en los estrados de la i,nstttu-- 

ci6n, si es, descQnocida, 

L).- En las dos hip6tesis de] punto anterior, el monto de la venta se

pondrá a dispoi¡ ci1n de quip -n tenga derecho a él, por un plazo de -- 

seis meses contados a partir de que se notifique la cita o se publique

la cédula, 
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M},- Si durante el plazo aludido Acude el interesado, la OfícialTa Ma

yore de la PrQcuraduHa General de 11 República comunicará a la Ofici

na Federal de Hacienda tal circunstancta, con la finalidad de que es- 

ta entregue al benefici.arilo la canti dad correspondiente, medi'ante che

que que para tal efecto se expida, 

N).- Si transcurrido el plazo de sets meses no se presenta el intere- 

sado a reclamar el producto de la venta, la ProcuradurTa General de - 

la República solicitará a la Ofíctna Federal de Hacienda que el dep6- 
sito constitui.do se aplique a la cuenta de aprovechamientos y en base
al origi,nal de] documento que ésta expida y un ejemplar de] acta de - 

remate que deberán enviarle, soli.,cttará a la Secretaria de Programa-- 

ci6n y Presupuesto la ampliaci:6n liquida correspondiente a su presu— 
puesto anual. 

Ñ).- Para enajenar en remate o fuera de remate articulos o productos - 

puestos a disposici6n de la Tesoreria de la Federaci,6n por conducto - 

de la Oficina Federal de Hacienda respectiva, que sean comestibles o

potables, medicinales u otros que por su naturaleza o condiciones pue

dan atentar contra la salud humana, animal o vegetal, se requerirá la

intervenci6n de la autori,dades sanitarias federales. 

La oficina, recaudadora procederá de acuerdo con el dictamen que emi— 

tan dichas autoridades, el cual' se hará constar en el acta que se le- 

vante y que conservará para justifitar la venta o, en su caso, la des

trucci,6n de dichos articulos o productos por el Miyii,steri'o Público - 

Federal , a quien se devolverán para este efecto, 

Cuando entre los bienes que se Pretende rematar o enajenar fuera de re
1 — 

mate figuren productos medicinales, drogas, plaguicidas, fungicidas,- 

herbícidas u otras mercancTas o materiales sujetos a control por la - 

Secre tarias: de Salud, Agricultura y Recursos Hidráulicos, la oficina- 
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recaudadorA requerirá 11 5ntervenci6n de dicKas dependencias para que
fijen los requi sitos que deban satisfacerse, a fin de evitar la adqd

sici6n y el uso de objetos o mercanclas por personas que no hayan sa- 
tisfecho los requisi.tos legales del caso, isI como inpedir el consumo

de productos nocivos a ] A salud humana, animal y vegetal, 

Instructi'vo pira la Apli,cac0n de] ArtTculo 41 de] C6digo Pena] pa- 

ra el Distrito Federal en Materia de] Fuero Común y para toda la Re úp1
blica en Materia de] Fuero Federal, publicado en el Diario oficial de

la Federaci6n de fecha 31 de enero de 1985: 

Con la finalidad de dar cumpli)niento a lo dispuesto en el primer pá- 

rrafo de] artTculo 41 de] C6digo Pena] para el Distrito Federal en Ma

teria del Fuero Común y para toda la República en Materta del Fuero - 
Federal, se plantea la necesidad de instrumentar un procedimiento a - 

seguír para la subasta, adjudícaci6n de los bienes y la aplicaci6n -- 

del producto del remate, en raz6n de. que el citado numeral establece - 

que cuando se encuentren bienes a disposici6n de las autoridades in— 

vestigadoras, que no se decomisen y, no sean recogidos por quienes ten

gan derecho a ellos en un lapso de noventa dlas a partir de la notifi

caci6n al interesado, se enajenarán en subasta pública aplicándose el

producto de la venta a quien legalmente le corresponda, si, no se pre- 

senta en un lapso de seis meses; en caso contrarto, dicho producto se

desti,nar$ al mejorami,ento de la Admi nistract6n de Justi,cie; y en con- 

sideret,ci n A que no existen dispostci ones administrativas que regulen

en forma espWfica el procedim¡ ento que debe seguirse para los fines

expresados, se hacen necesarios el análi,sis y proposición de un proce
di,Miento, 

Por lo anterior y dado que ] A Ley de Hacienda de] Departamento del -- 

Di,str to Federal, en su parte general, señala en el articulo lo. quez

Las personas fTsicas y las morales están obligadas al pago de los in
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puestos, contribuciones de mejoras y, derechós.,, párrafo tercero, son

aprove.cKwientQs. los ingresos que percibe el Distrito Federal por fun

ctones de] derecho públi,cQ distí,,ntas a las contribuciones, de las par

ticípActones federales, de los " gresos derivados del ftnanctamiento- 

y de los ingresos. que obtengan los organIsmos descentraltzados y las - 
empresas de participaci,6n estatal", 

ARTICULO 2o,- Establece que : ' qA las- autorídades fiscales del Departa

mento de] Distr to Federal competen las facultades de recaudaci6n, d 

terminact6n, administraci'6n y cobro de los impuestos, contribuciones - 

de mejoras, derechos y aproyecfiami entos estableci,dos en esta ley de - 
los demás ingresos propios de] Departamento, asl como la ímposici6n - 

de sanciones administrativas,,, párrafo segundo: para estos efectos - 

cuando en el C6di.,go Fiscal de la Federaci6n se haga referencia a la - 

Secretarla de Hacienda y Crédi-to POblico, se entenderá que se trata - 

de] Departamento de] Distrito Federal, y cuando dicho C6digo y en es- 

ta ley se mencione a las autorídades físcales, serán las que sean com

petentes conforme a las disposiciones correspondientes ... párrafo ter

cero: aún cuando se destinen a un fin especifico los ingresos que ten

ga derecho a perci,bir el Departamento de] Di,strito Federal, serán re- 

caudados por dichas autoridades fiscales o por las oficinas que las - 

mismas determinen", 

AsímismQ, la Ley Orgánica de] Departamento del Distrifto Federal , en

sus art cu] Qs 3, 9 y 18, señala; 

ARTICULO 3,_ " El Jefe de] Departamento de] Distrito Federal auxi.liará

en el ejercicio de sus atribuciones que corresponden: el estudio, pla

neac¡' 6n y, daspacho de los asuntos que competen al Departamento del -- 

Distrito Federal en los térmi.nos de esta ley y reglamentos y otras dis
posicí,ones legales, de las siguientes un dades administrativas y de - 

gobierno". 
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En este arttculQ se contemplan los 6rganos administritivos, tanto cen

trales como* descQncentrados, " e auxilian al Jefe de] Departamento -- 

del Distrito Federal y entre los primeros se contempla a la Tesoreria
del Ústrito Federal, 

ARTICULO 9.- " El ministerio público en el Distrito Federal estará a - 

cargo de un Procurador General de Justicia que de , Denderá directamente
del Presidente de la República, quien lo nombrará y removerá libremen

te. El Presidente de la República podrá di-sponer que el Procurador Ge
neral de Justici,a acuerde asuntos de la competencia de éste con el Je
fe del Departamento del Distrito Federal". 

Y EL ARTICULO l8,- " Al Departamento de] Distrito Federal corresponde - 

el despacho de los siguientes Asuntos en materia jurUica y administra

tiva ... fracci6n IV; coordinar y vigilar el cumplímiento de las disp2_ 
siciones legales en materia de los jurados, registro civil, dispensas

y licencias referentes al estado cívil de las personas, notariados, - 

consejo de tutelas, exhortos y btenes mostrenCOS ... fracci6n XI: auto

rizar la celebraci6n de los convenios y contratos en los que el Depar
tamento del Distrito Federal sea parte, con la intervenci6n que las - 

leyes otorguen a la Secretaria de Programaci6n y Presupuesto". 

Y, por último, el Reglamento Interior del Departamento del Distrito

Fede.ral, en su capTtulo denomínado " De la Integraci6n y Atribuciones - 

de la Te5orerTj'!, en sus artTculos, 9 y 15, señala respectivamente: 

ARTICULO 9.- " A] frente de la Tesorerla habrá un tesorero, quien auxi

li,ará por los si,guientes 6rganos"; señalando, además, diversas direc- 

ciones y especi , ficando las atri.,buctones de cada una de ellas, ínician

do con la propia tesoreHa en la fracci6n 1

Fracci n I.- " Atender y mantener al dla los asuntos relacionados con- 
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la hacienda pública de] Departamento del Di->trito Federal y llevar - 
las estadisticas correzpondl'entes", 

Fraccil6n V,- " Cuantificar, recaudar, custodiar y administrar los tm- 
puestos, producto% o aprovechamíentos, partkilpactones y arbitrios - 

señalados en la Ley, de Ingresos y en las demás dtsposíciones ímposí- 
tivas relacionadas con la hactanda públita de] Departamento de] Dis- 

trito Federal, con la i.ntervenci 6n que le señalen las leyes de la Se

trarTa de Hacienda y Crédito Público". 

ARTICULO 15.- " Corresponde a la Dírecci6n General Jurdica y de Go--- 

bierno ... 11

Fracción II.- " Estudiar y resolver las consultas que en materia jurT

dica les sean planteadas por los órganos de] Departamento del Distri

to Federal y asesorarlos en su propia materia", 

Fracción IV.- " Forinular anteproyectos de leyes, decretos, reglamen— 

tos y órdenes, exceptuando la materia fiscal". 

Es recomendable la cooperación de todas y cada una de las dependen— 

cias anteriormente señaladas, ya que la Procuraduria General de Jus- 

ticia del Distrito Federal, forma parte de la admi'nistraci6n pública

de] Departamento del Distrito Federal. 

Desprendiéndose, en consecuencta, que la aplicación de] art culo 41 - 

del C6dilgo Pena] pira el Distrito Federal en Materia Común y para to
da la Rep6blica en Materia de] Fuero Federal, debe de realizarse ba- 

jo un instructivo que acuerde obServar la tesorerTa de] Departamento

de] Distri,to Federal y esta Procuridurb General de Justicia del Dis

trito Federal y la partici,,Doci6n, de ser procedente, de la Secreta— 

r1a de Programación y Presupuesto. 
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CONCLU51ONES

Jurldicamente son objeto de apropiaci)6n todas las cosas que no es- 

tén excluIdas de] comercilo, Las cosas están fuera del comercio por

su naturaleza o por disposilciBn de la ley, 

No es la personalidad de] tttular la que nos sirve para determinar

el carácter público o privado de los bienes; sino más bien la cosa

que constituye al objeto o la utilildad del mísmo. 

Todo objeto que es susceptible de apropiaci'6n es un bien juridico; 

y un bien económico es aquel que es útil al hombre, sea o no, sus- 

ceptible de apropiación, Para que un bien sea suscepti,ble de enaje

nación y de remate, primeramente debe ser considerado como un bien

juridico. 

El concepto económico de los bienes es más amplio en relación al - 

concepto juridico-, todos los b¡ enes juri d̂icos son bienes econ6mi-- 

cos; pero no todos los económicos, son juHdicos, 

Aunque el Código Civil para el Distrito Federal considera al rema- 

te. como una de las especies del contrato de compraventa, esta te— 

sis es falsa cuando el dueño del üimueble no consiente el remate y

se niega a firmar la escritura respectiva; en tal caso, falta el - 

elemento esencial de todo contrato: el consentimiento libre de las

partes, 

El remate es un acto jurisdiccional en el cual el juez sustíltuye,- 

procesal y ciy¡ Imente, al deudor ejecutado, y hace lo que e§ te de- 

berTa realizar en forma voluntaril. 

En su aspecto práctico veremos que la finalídad del remate es la - 
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transíformAci6n de un bien en dinero; yisto de esta manera, nos da- 

mos cuenta que no existe diferenc a económica entre la venta forza

da y la voluntaria, 

La dificultad para señalar la naturaleza juHdira del remate, se

nos presenta cuando lo contemplamos jurtdicamente, pues la venta

forzada no es el resultado de] encuentro de dos voluntades contra- 

tantes, sino una voluntad negocia] entre el comprador y un acto de

coaccf6n. 

Si bien es ci,,erto que en la venta en remate se producen efectos en
el patrimonio de] deudor, no existe una relación obligatoria entre

el comprador y el deudor, 

lo tiene importancia descubrir st la venta tiene naturaleza contrac

tual o publicista, puesto que es una man1,festaci6n del poder juris

diccional yla trasmíst6n de la. propiedad se efectúa en el ejerci- 

cio de ese poder dentro del proceso. No obstante que la venta en - 

remate tiene lugar mediante un remate judicial, este procedimiento

no debe confundirse con la ley misma. 

Se puede definir al remate diciendo que es la venta de un bien que
se lleva a efecto mediante la intervención de ] a, autoridad, que -- 

puede se.r la judicial o la administrativa, Nuestro Código Civíl pl_ 

ra el D¡ stritQ Federal lo toma como si,ndnimo de venta judicial y, - 
en consecuencia, como una de las especies de] contrato de compra— 

venta, 

Es esencial que el remate sea público, la publicidad del mismo se

ordena ! IQ pena de que en caso de no realizarse de esta manera se - 
puede presentar la nulidad de las diligencias. El hecho de que el

remate sea público significa que cualquier persona puede estar pre

sente en el mismo y ofrecer el mejor precio por el bien. 
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El embargo no es un fin en st mismo, sino un medio para poder lo- 

grAr ] A s at sfacci,ón de la sentencia de condena, cuando ésta se -- 

traduce directa 0 i,ndirectamente en el pago de una suma determina- 

da de dinero, 

El fincAmi,ento de] remate, es el acto juri,,sdicci,,onal que legalmen- 

te concluye la almoneda adjudicando al mejor postor la propiedad - 

de los bíenes rematados, 

Desde un punto de vista estrictamente te6ri'co se considera que la - 

venta se verifica desde el momento en que se finca el remate, pues

es entonces cuando se reúnen dos voluntadesi la del licitador y la
del juez, 

Según criteri ' o de nuestros legísladores: podemos ver que remate es- 

sin6niTno de subasta y, en cambio, el fincamiento y la adjudicaci6n

son actos posteriores al remate. 

La subasta indi,ca el momento mísmo de] remate y consiste en el lla

mado y concurrencia de postores que son probables futuros comprado
res. 

La postura consiste en una declaraci6n de voluntad que hace el pos

tor y por la cual acepta la, polícitaci6n contenida en los ed tos - 
con los que se convoca a la díligencia de remate, 

La adjudicaci ' n procesal es un acto jurísdiccional por Virtud del - 

cual 5.e declara que la propiedad de un bie-n o un conjunto de bie— 

nes pasa al patrimonio de determinada persona. Es la culmi.naci6n - 

de! procediffiento expropiatorto. 

El C6digo de Procedimi,entos Civi,les para el Distri,to Federal dis— 
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tinque lo!¡ procedi,Mientos de enAjenaci6n de los bienes embargados - 

según se trate de bicenes muebles o bienes inmuebles. 

A una subasta pueden concurrir, además de 1 As partes ejecutante y - 

ejecutado, los acreedores que hayan apare.cido en el certifi.cado de

gravámenes y los posilles postores, 

Un postor puede comparecer al remate por medi,o de apoderado con po

der y cláusula especi,al, pero no se puede hacer postura reservándo

se de declarar despues el nombre de la persona para quien la hizo. 

Al realizarse el remate el juez ejecutante decide de plano cual--- 

qui.er cuestt6n que se suscite durante la subasta y de sus resolu— 

ciones no se dará más recurso que el de responsabilidad, a menos - 

que la ley disponga otra cosa. 

El juez es el encargado de califtcar la legalidad de las posturas- 

asT como decidir cuales deben ser admitidas, en el caso de que -- 

existan varias posturas legales 4-1 decidirá cual es la preferente. 

Una vez fincado el remate, mandará el juez, dentro de los tres dI.as

siguientes, se otorgue a favor de] comprador la escritura o adjudica

ción correspondiente, as! mismo que se haga entrega de los bienes - 

al comprador. 

En el caso de Ausencia de postores, el ejecutante está en su dere- 

cho para pedirle al juez la adjudil,caci6n de los bilenes en las dos

terceras partes de] preci.o de la tasact6n o solicitar se realice - 

una se.gunda subasta, 

La segunda almoneda se verífica cuando el ejecutante opta por este

procedimiento y la única diferencia que existe en relaci6n a la -- 
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primera es la rebaja del 20.% de la tAsaci6n; anunciándose y cele- 

brIndole de igual forma que 11 prúnera, 

El C6di,go Penal ha contemplado a través de su art1culo 41, la si— 

tuaci6n de los bienes puestos a dispostctdn de autoridades judicia

les.. Los diversos, ordenamientos que han existíldo se concluyen con - 

el remate de los hienes y el producto de los mtsmos es destinado - 
al mejoramtento en la admtntstraci,6n de justtci,a, stempre y cuando

no se, haya presentado persona alguna a hacer el reclamo correspon- 

diente, 

Las formas existentes para adquirir el domin- o de un bien consisten

en di.,versos actos o hechos, que dan lugar a su naciMiento o existen- 

cia. 

Por bienes mostrencos se conoce a los muebles abandonados y los -- 

perdidos cuyo dueño se tgnore. Cosa abandonada es aquella de cuya- 

posesi6n se desprende matertalmente el dueño con la mira de no con

ti-nuar con el domínto de ellas; en caso de que el acto haya sido

involuntario, no se confígura el abandono, sino la pérdida de la

cosa., 
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